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Colombia sufre  el conflicto interno más antiguo de la historia reciente en 
Latino América, el cual ha dejado más muertes que cualquier otro conflicto 
armado en América Latina así lo afirman los estudiosos de conflictos 
irregulares. Por más de 50 años Colombia se ha desangrado bajo las balas 
asesinas de uno y otro bando.  
 
En un bando estas muertes son bajas, neutralizaciones u homicidios, en el 
otro bando asesinatos viles, más todas ellas son víctimas del conflicto 
armado que vive Colombia y que según los analistas tiende a terminar. 
 
Diversas son las voces que empiezan a promulgar el fin de la guerra o 
conflicto armado que amenaza la estabilidad de Colombia.  
 
Muchos son los que empiezan a prepararse para el pos conflicto. Sin 
embargo ¿estamos preparados para este evento? 
 
¿Qué sucedería con los señores de la guerra, con los combatientes, con los 
que de una u otra forma se lucran del conflicto armado en Colombia? Estos 
son interrogantes que nadie está dispuesto a responder por ahora, pues el 
pos conflicto no se mira desde todos los ángulos como el sistémico los 
observaría, sino que se hace desde la visión del mandatario de turno y de la 
política del gobierno actual, más no desde la óptica de política de Estado. 
¿Por qué? 
 
Colombia por más de cincuenta años ha aportado victimas a un conflicto que 
parece no tener fin, cientos de miles de víctimas ofrecidas al dios de la 
guerra, a ese dios que exige ser venerado con ofrendas y holocaustos de la 
sangre de niños, hombres y mujeres asesinados por tomar o no, parte del 
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conflicto armado, a ese dios que enajena y enceguece hasta el hombre más 
cuerdo. Solo basta con mirar un noticiero o leer un periódico para ver la 
cruda realidad que vive Colombia y que para muchos es solo una noticia 
dentro de tantas, sin saber que la indiferencia es el arma más letal que nos 
ha venido matando a las generaciones que hemos nacido dentro de este 
leviatán maldito del conflicto armado. 
 
Este conflicto irregular que infringe todas las normas internacionales y 
tratados de Derechos Humanos Internacionales que ha amenazado la 
estabilidad nacional, que ha visto pasar a cientos de generales y 
comandantes de las Fuerzas Militares (FFMM), y por su contrario a cientos 
de comandantes de las guerrillas, jefes de autodefensas y miles de capos del 
narcotráfico según analistas, está por terminar. ¿Estamos preparados para el 
pos conflicto a la luz del código penal colombiano, la justicia transicional, y al 
derecho de las víctimas?  Ésta pregunta  trataremos de responderla en este 




1. CONFLICTO INTERNO Y POS CONFLICTO 
 
Kathleen Lawand, presenta la siguiente definición de conflicto interno:  
“Un conflicto armado no internacional (o "interno") se refiere a una 
situación de violencia en la que tienen lugar, en el territorio de un 
Estado, enfrentamientos armados prolongados entre fuerzas 
gubernamentales y uno o más grupos armados organizados, o entre 
grupos de ese tipo.” 1 
De ser así Colombia estaría viviendo un conflicto interno desde hace ya casi 
sesenta años, sin embargo hay estudiosos de conflictos armados internos e 
internacionales que dicen que un conflicto no internacional es aquel donde se 
está llevando a cabo una guerra civil, expresión esta que no tiene definición 
jurídica. 
 
Según la Cruz Roja Internacional o CICR para saber si existe un conflicto no 
internacional o interno se debe contar con dos condiciones para determinar 
la existencia de este: “los grupos armados deben tener un nivel mínimo de 
organización y los enfrentamientos armados deben alcanzar un nivel mínimo 
de intensidad. El cumplimiento de estos criterios se determina caso por caso, 
ponderando una serie de indicadores fácticos. 
 
El nivel de intensidad de la violencia se determina en función de indicadores 
tales como la duración y la gravedad de los choques armados, el tipo de 
fuerzas gubernamentales que participan, el número de combatientes y de 
tropas, los tipos de armas que se utilizan, el número de víctimas y la medida 
del daño causado por las hostilidades. El nivel de organización del grupo 
armado se evalúa analizando factores como la existencia de una cadena de 
mando, la capacidad de transmitir y hacer cumplir las órdenes, la capacidad 
de planificar y desplegar operaciones militares coordinadas y la capacidad de 
reclutar, entrenar y equipar a nuevos combatientes. Cabe señalar que la 
motivación de un grupo armado no se considera un factor pertinente.  
Al respecto Kathleen Lawand argumenta: 
                                                          





“Los conflictos armados no internacionales han de distinguirse de las 
formas de violencia colectiva de menor nivel, como los disturbios civiles, 
los motines, los actos de terrorismo aislados u otros actos de violencia 
esporádicos.”2  
A la luz de esta acertada definición debemos proseguir en nuestro estudio de 
lo que es el pos conflicto a la luz del Código Penal Colombiano, no sin antes 
definir lo que sería el pos conflicto. La universidad del Rosario lo ha definido 
como:  
“El periodo que sigue a la superación parcial o total de los conflictos internos”. 
 
Ahora bien cuando se aborda el tema del conflicto y el pos conflicto en un 
país que ha estado en guerra o en conflicto armado interno como es el caso 
de Colombia, según la definición del CICR, sólo basta con dar una mirada al 
código penal de estas naciones, para ver que no se está preparado ni para el 
uno, ni para el otro, y esto se debe principalmente a que los códigos terminan 
siendo copiados de legislaciones maduras o que ya han superado con creces 
los conflictos en los cuales se vieron enfrentados alguna vez, o simplemente 
estos no fueron de carácter interno e irregular, sino que trascendieron al 
ámbito internacional. 
 
Los países que alguna vez vivieron un conflicto interno debieron sacrificar en 
busca de la tan anhelada paz no sólo principios morales, sino legales, que 
para algunos analistas de conflictos fueron tan generosos que terminaron 
apuntalando la impunidad en estos procesos, de ahí que con este ejemplo 
países como el nuestro no quisieran vivir lo mismo, pero, ¿qué no se haría 
por la paz?, todo, pero ese todo no puede ir en contra de la normatividad 
legal existente, porque tal vez es insuficiente, como la nuestra, o porque 
debemos enfrentar la realidad de saber que todo el código junto no crearía la 
autopista por la cual deba circular un proceso de paz, así nos enfrentamos a 
lo que los doctrinólogos han llamado la justicia transicional. 
 
El proceso de un conflicto hacia la paz duradera no es cuestión de unos 




pocos o del gobierno de turno que está en la mesa de negociación con el 
grupo armado ilegal, este debe ser un proceso participativo de toda una 
nación, y debe ser así porque si bien la paz es el bien más anhelado, esta no 
debe pasar por encima de los cientos de víctimas del conflicto, pues la paz 
debe contener varios elementos importantes que permitan que la víctima sea 
reparada en todo sentido, que el victimario obtenga un castigo y que la 
sociedad quede resarcida de los daños causados por el insurgente y por el 
Estado al intentar parar al anterior. 
 
Siendo este el caso, entonces, la paz como bien máximo de un Estado, no 
debe ser abordado de manera ligera y con intereses personales del 
gobernador de turno. Esta debe ser abordada desde los intereses más puros 
de los que conforman el Estado, de ahí que la participación de la sociedad 
como eje fundamental del Estado, debe estar en todo el proceso de la paz, 
craso error se cometería si está se hiciera en secreto, o que los acuerdos 
fueran a secretos de la población que mediante algún modo legal existente o 
por existir tuviera que ser validado. 
 
Cuando se logra la participación de todo el colectivo social, la paz no estará 
lejana y cuando esta se logre, este colectivo no necesitará de ser convencido 
que los diálogos fueron exitosos y que si bien se cedió en materia legal a 
unos intereses del grupo insurgente, se hizo porque era necesario ceder para 
que se firmara el acuerdo que daría como resultado el objetivo principal de 
una mesa de negociación, la paz. 
 
Al contrario de la premisa anterior, nos enfrentaríamos a dudas fundadas del 
colectivo social, que tendría que ser convencido de que los diálogos 
estuvieron por encima de intereses personales y que sólo obedecieron al 
interés general, cosa que sería más costosa que la misma mesa de paz 
donde se puso fin a un conflicto. Y es que por muy dispuesta que esté la 
sociedad, está no sacrificaría el derecho a ser reparados; los que realmente 
fueron víctimas directas del conflicto, es decir aquellos que fueron 
desplazados, sus familiares asesinados o desaparecidos mientras se 
estaban llevando a cabo las acciones propias de ese conflicto. Si no se logra 
incluir al colectivo social en las fases propias de las negociaciones este 





Los gobernantes enfrentados a un posible proceso de paz o de pacificación 
deben ser lo suficientemente generosos, tanto como la sociedad lo permita, 
como también  lo suficientemente recios ante el grupo insurgente en pro de 
lograr una paz, pero no una claudicación no merecida por el gobierno de 
turno. Entendiendo esto como el caso cubano, donde fue la insurgencia que 
derrocó al gobernante y este debió ceder absolutamente todo, o el caso 
Chileno o salvadoreño; este jamás será el caso Colombiano, pues la 
democracia está muy madura y está lejos siquiera de un golpe de Estado por 
parte de los militares y la sociedad organizada. 
 
Algunos analistas un tanto pesimistas, se han aventurado a decir que 
Colombia está próxima a un golpe de Estado, y esto podría ser así, en otro 
momento de la historia, porque la misma sociedad no permitiría que el 
Estado colombiano retrocediera al siglo pasado, los costos económicos y 
sociales de un golpe de Estado son incalculables. 
 
La realidad en Colombia es muy distinta a la de sus homólogos regionales, 
no hay que perder de vista que desde nuestra nación se lideró el proceso de 
liberación más grande conocido en Latinoamérica, en medio de una guerra 
civil que terminó por expulsar a los españoles de estas tierras, de ahí que 
Colombia por liderar procesos en medio de guerras civiles, la haya hecho no 
sólo pionera, sino muy madura al momento de enfrentar una crisis, local y 
regional. 
 
Colombia no está preparada para una crisis institucional, y tal vez, no esté 
preparada para un proceso de paz, pues este no nace del beneplácito del 
gobernante, sino de la necesidad sentida de la sociedad que la añora. Para 
que esto se dé, el gobernante que está haciendo la gestión con el grupo 
insurgente, debe preparar la sociedad antes de enfrentar un proceso en una 
mesa de negociación, ya en medio de ella, será casi imposible que la 
sociedad observe con buenos ojos la posibilidad de concederle beneficios al 
grupo insurgente, así sea por lo que tanto anhela. Y es que la sociedad 
viéndose enfrentada a tomar decisiones que ni siquiera ha pedido o 
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contemplado, ve como mejor opción la de apartarse del proceso y hasta 
radicalizar su posición en contra del mandatario que ha asumido el proceso 
de paz con la insurgencia. 
 
Para llegar a un proceso de paz es necesario no sólo sentar a todos los 
actores armados ilegales en la mesa de negociaciones, unida o por 
separado, sino que antes debe tener un proceso de adoctrinamiento al 
interior de las Fuerzas Militares y de Policía y un proceso de socialización a 
todo el colectivo que avalará los resultados de los acuerdos logrados. No se 
puede entonces creer que si se aborda una mesa de paz con los insurgentes 
con la paz prometida de por medio, la sociedad lo entienda, lo acepte sin 
reparos y asumiendo que deben perdonar y olvidar. Si se aborda un proceso 
de paz con estas premisas, tal estará condenada a fracasar. Se podría 
pensar entonces que el proceso de paz empieza no desde la parte 
combatiente sino desde el seno de la sociedad, si este es el caso se está en 
buena vía, ya que es la parte no combatiente la que legitima o deslegitima 
los acuerdos y son estos los que han sufrido los embates del conflicto de una 
u otra forma. 
 
El proceso actual en Colombia está a un paso de ser abortado y no por las 
acciones de guerra de uno u otro bando, sino porque el actor más importante 
del proceso, la sociedad, no ha sido tenido en cuenta, lo que hará que los 
diálogos no tengan mucho futuro, esto sin contar con juristas, con 
magistrados, con doctrinólogos, con los estudiantes y con la población en 
general. ¿Qué hacer entonces? Preparar a la población civil para que avale 
los acuerdos. 
 
2. PAZ E IMPUNIDAD 
 
Uno de los temas más discutidos en todos los procesos de paz alrededor del 
mundo donde se han solucionado conflictos armados por las vías de la 
negociación es hasta donde el Estado debe ceder en sus pretensiones de 
imponer una pena. Para algunos juristas este tema no debe ser discutido sin 
una política clara al respecto enmarcado en la justicia transicional, que por 
un lado permita que las víctimas no se vean re-victimizadas al ver que sus 
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victimarios andan libres y sin pagar un día en la cárcel, pero que también por 
otro lado, los victimarios tengan un medio judicial adecuado y atractivo para 
dejar el conflicto armado y retornar a la sociedad. Es precisamente este 
punto de los conflictos armados lo que hacen que no se tomen o se tomen 
decisiones inmediatas en la firma del proceso de paz y que los alzados en 
armas decidan abandonar su carrera delictiva. Por otro lado está el que el 
victimario no querrá que se le vea como derrotado en el proceso y que sus 
seguidores sientan que la lucha insurgente, rebelde o terrorista no sirvió para 
nada. 
 
Estas tesis validas o no, lo que traen son más interrogantes que respuestas. 
¿El Estado hasta dónde debe ceder en su afán de buscar la paz? La paz 
como bien máximo del Estado, o como fin máximo del mismo, no debería 
tener reparos al momento de ceder en las pretensiones de los insurgentes 
para conseguirla, y así debería de ser entendida y así debería ser tratada en 
una mesa de negociación, pero esto debería ir más allá, debería ser un tema 
de estudio anterior a la mesa  de negociación y no en medio de la mesa, es 
decir, la paz, la guerra, con quien se hace y contra quien se marcha en 
armas, debería ser una política de Estado y no dejarlo al libre albedrío del 
gobierno de turno. Se podrían cometer varios errores que podrían 
desconfigurar el Estado Social de Derecho que impera en Colombia. 
 
Partir del hecho de sentarse a negociar con terroristas3 para que estos 
entreguen las armas, se sometan a la justicia y paguen con penas 
                                                          
3 3 El 27 de diciembre de 2001 los 15 miembros de la Unión Europea agregaron en su lista de 
organizaciones terroristas a las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y a "Sendero Luminoso" 
del Perú. En Colombia causó indignación en el gobierno que no se hubieran agregado a las FARC y al 
ELN, sin embargo se llevaban a cabo los diálogos de paz entre el gobierno Pastrana y las FARC (1998-
2002), en los que participaban miembros de la Unión Europea como países facilitadores o 
mediadores; España, Suiza y Francia.  
Tras el fracaso de los diálogos de paz, las FARC fueron agregadas a la lista de organizaciones 
terroristas de la Unión Europea el 12 de junio de 2002, lo que permite la congelación de fondos y 
otros activos financieros de las personas o grupos citados en las FARC.  
El 19 de julio de 2006, las FARC en representación de Raúl Reyes, jefe de la comisión internacional de 
ese grupo, enviaron una carta dirigida a la Presidencia de la Unión Europea y al primer ministro de 
Finlandia, Matti Vanhanen con la petición de ser retiradas de su lista de organizaciones terroristas 
para ayudar a alcanzar la paz en Colombia. En la carta Reyes dice que las FARC "nunca han cometido 




transitorias o proporcionales significativas no debería ser discutida hasta la 
mesa de negociación. Las tensiones, premuras y costos de mantener una 
mesa de negociación definida o indefinida es extremadamente peligroso para 
ambas partes, sobre todo para el Estado, pues el tiempo para este último 
compite en su contra y para el primero igual, pero no entra a competir, sino a 
jugar de su lado. Las FARC jugarán al desgaste de su oponente sabiendo 
que el tiempo se agota y que sobre todo su período presidencial se termina, 
este con el afán de obtener lo que ha venido buscando cederá hasta los 
límites irracionales y jurídicos con el fin de salir con el trofeo en sus manos, la 
tan anhelada paz. 
Con el tiempo en su contra el representante del gobierno de turno y máximo 
dirigente político estableciendo su meta de la paz, dejará para que sean las 
cortes que promulguen si su acuerdo es o no constitucional, dejará que sea 
el fiscal general que establezca la política criminal a aplicar, lo que es grave 
en todo sentido jurídico, y pondrá al ciudadano de a pie a que decida si avala 
o no lo concertado en la mesa de diálogos. En todo sentido, nefasto para un 
fin tan loable como es de la paz. Ninguno de los anteriores actores citados 
anteriormente por si solos debería expedir el mapa u hoja de ruta a seguir en 
cuanto a la paz, la pena y su aplicabilidad, esta decisión debió haber sido 
preparada de antemano, aprendiendo del pasado y aplicando la ley existente 
al caso en concreto o preparando el camino en una ley aprobada por el 
legislador para tal fin. 
 
                                                                                                                                                                     
Durante la presidencia de Bill Clinton, el Departamento de Estado de los Estados Unidos designó a las 
FARC en octubre de1997 como una "Foreign Terrorist Organization" (Organización Terrorista 
Foránea) dentro de la ley "Antiterrorism and Effective Death Penalty Act" (Ley de Anti-terrorismo y 
Pena de Muerte inmediata). La decisión de catalogar a las FARC como "organización terrorista" fue 
ratificada el 2 de noviembre de 2001, cuando se le designó como una "Specially Designated Global 
Terrorist" (Terroristas Globales con Designación Especial) bajo Orden Ejecutiva 13224 del presidente 
de los Estados Unidos.
 
  
Las FARC fueron designadas por el presidente George W. Bush como un Significant Foreign Narcotics 
Trafficker(Narcotraficantes foráneos de importancia) ó drug kingpin pursuant (que buscan ser 
narcotraficantes) al Kingpin Act (Ley de jefes de organizaciones delictivas del bajo mundo) el 29 de 
mayo de 2003. El motivo de los Estados Unidos para agregar a las FARC bajo los parámetros 
del Kingpin Act fue el de implementar medidas financieras contra organizaciones narcotraficantes a 
nivel mundial. Las FARC fueron agregadas junto a otras 283 organizaciones en 16 países. Según las 
leyes federales de los Estados Unidos, las "penas civiles" por violaciones al Kingpin Act tienen desde 
una multa de un millón de dólares a sanciones más severas por "penas criminales" que pueden 




Proceso de paz que dé como resultado la impunidad, es un proceso fallido 
desde todo punto de vista, como ya hemos visto, es necesario que el Estado 
sacrifique hasta cierta medida su afán de imponer penas a los alzados en 
armas con los cuales está negociando, pero no puede ser tal lo cedido que 
abra el camino para la impunidad y por ende de un mal mensaje a 
generaciones futuras, que viendo lo ganado por el accionar de las armas, en 
la mesa de negociación se vean alentados a ingresar al mundo criminal 
porque sabe que las consecuencias serán bajas al momento de entrar en un 
proceso de paz con el Estado. Esto sin dejar a un lado las víctimas, que 
sentirán que están inmersos en un Estado débil y sin política criminal que le 
permita sentir que sus derechos le están siendo protegidos frente a aquellos 
que agotando las vías del diálogo se acogieron a las vías de las armas para 
imponer su voluntad. 
 
Siendo la impunidad la falta de castigo para una conducta típica, antijurídica 
y culpable, esta no puede predominar en medio de las negociaciones de paz 
y mucho menos en el pos conflicto ser la regla del mismo. La impunidad 
genera violencia, violencia proveniente de la víctima que no vio protegido su 
derecho frente al victimario, violencia generada por aquellos que viendo 
como el Estado se doblega ante el terrorista despertarán en armas para 
resarcirse lo que creen que les fue quitado mientras el conflicto predominaba 
en Colombia. 
Hablar del principio de oportunidad en el marco de un acuerdo de paz no 
sería lo propio pues el principio de oportunidad no aplicaría en este contexto 
pues hace parte de los beneficios del nuevo sistema penal acusatorio el cual 
requiere que haya un responsable y por ende una sentencia que aplicar; 
situación jurídica que dista de lo expresado por las FARC que en  múltiples 
ocasiones han indicado que no se consideran victimarios y mucho penos 
culpables por los más de 50 años de terror que han sembrado en Colombia4.  
                                                          
4
 Comunicado emitido el 01 de Abril de 2013. Agencia de Noticias Nueva Colombia annco; No pagarán 
cárcel y no se conformarán con pocas curules.  
Revista Semana: Una declaración del jefe negociador de las FARC Iván Márquez causó malestar en 
algunos sectores políticos y analistas. La razón, el vocero y negociador reiteró que los guerrilleros de 
las FARC no deben pagar un solo día de cárcel. “Para los guerrilleros cero cárcel. Ningún proceso de 
paz en el mundo ha terminado con los líderes de la insurgencia tras las rejas”, dijo a Noticias Uno.  
Cuando el Gobierno y las FARC se preparan para firmar el pacto sobre las víctimas, también señaló 
que es erróneo decir que esa organización va a entregar las armas. Para ellos, lo que va a pasar es 
que dejarán de usarlas “políticamente”.  
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Partiendo de esta premisa no estaríamos frente al principio de oportunidad 
en sí mismo sino que se debería abordar el tema de la comisión de la 
verdad, que sin ningún interés punitivo buscará llegar a la verdad de lo 
ocurrido en medio del conflicto. 
 
En la sentencia No. C-936 de 2010 la honorable corte constitucional 
establece magistralmente lo que no se podría permitir en un proceso de paz 
en contra de las víctimas y avala los principios formulados por las naciones 
unidas para la protección y promoción de los derechos humanos dando a 
conocer las Directrices para la lucha contra la impunidad a saber: 
 
El “Conjunto de Principios para la protección y la promoción de los 
derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad”, 
proclamados por la ONU en 1998,  conforma un marco conceptual de 
gran valor como fuente de Derecho Internacional, en la medida que 
contiene los lineamientos formulados por las Naciones Unidas para la 
lucha contra la impunidad en materia de graves violaciones de 
derechos humanos. Son directrices construidas a partir de pautas 
normativas y jurisprudenciales de Derecho Internacional, así como de 
la experiencia histórica proveniente de procesos de tránsito a la 
democracia o de consolidación del Estado de Derecho en distintas 
naciones. Sus principales directrices se pueden sintetizar así: (i) 
Durante los procesos de transición hacia la paz, a las víctimas les 
asisten tres categorías de derechos: a) el derecho a saber, b) el 
derecho a la justicia y c) el derecho a la reparación. 
                                                                                                                                                                     
Noticias uno; “Para los guerrilleros cero cárcel, ningún proceso de paz en el mundo ha terminado con 
los líderes de la insurgencia tras las rejas”, aseguró el integrante del secretariado de las Farc en 
entrevista. 
El Colombiano; la guerrilla de las Farc respondió a las afirmaciones del ex secretario general de 
Naciones Unidas, Kofi Annan, en las que se indicaba que la justicia transicional para castigar los 
crímenes de los guerrilleros también debe adaptarse “a las normas internacionales sobre el conflicto 
y la guerra”. “Es desafortunada su intervención... Con seguridad no ayuda en nada para que el 
proceso de paz avance, lo que hace es confundir y colocar más obstáculos”, afirmó Jesús Santrich. 
“No estamos dispuestos a pagar un solo día de cárcel. A La Habana no vinimos a asistir a un proceso 
de sometimiento ni de rendición, sino a buscar salidas a los graves problemas políticos, económicos y 






En la misma sentencia la Honorable Corte se pronuncia al respecto de los 
derechos que no podrán ser violados o menoscabados en medio de un 
proceso o mesa de negociación con un grupo armado al margen de la ley a 
saber: 
 
“El alcance de los derechos de las víctimas de la criminalidad 
compleja de que se ocupa el derecho internacional, aplicables a las 
víctimas de los delitos en general, ha sido sistematizado así por la 
jurisprudencia: “a. El derecho a la verdad... El conjunto de principios 
para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante 
la lucha contra la impunidad (principios 1° a 4) incorporan en este 
derecho las siguientes garantías: (i) el derecho inalienable a la 
verdad; (ii) el deber de recordar; (iii) el derecho de las víctimas a 
saber. El primero, comporta el derecho de cada pueblo a conocer la 
verdad acerca de los acontecimientos sucedidos y las circunstancias 
que llevaron a la perpetración de los crímenes. El segundo, consiste 
en el conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión como 
parte de su patrimonio, y por ello se deben adoptar medidas 
adecuadas en aras del deber de recordar que incumbe al estado. Y el 
tercero, determina que, independientemente de las acciones que las 
víctimas, así como sus familiares o allegados puedan entablar ante la 
justicia, tiene el derecho imprescriptible a conocer la verdad, acerca 
de las circunstancias en que se cometieron las violaciones, y en caso 
de fallecimiento o desaparición acerca de la suerte que corrió la 
víctima. El derecho a la verdad presenta así una dimensión colectiva 
cuyo fin es “preservar del olvido a la memoria colectiva”, y una 
dimensión individual cuya efectividad se realiza fundamentalmente en 
el ámbito judicial, a través del derecho de las víctimas a un recurso 
judicial efectivo, tal como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta 
Corte. Proyectando estos principios en el ámbito nacional, la 
jurisprudencia constitucional ha determinado que el derecho de 
acceder a la verdad, implica que las personas tienen derecho a 
conocer qué fue lo que realmente sucedió en su caso. La dignidad 
humana de una persona se ve afectada si se le priva de información 
que es vital para ella. El acceso a la verdad aparece así íntimamente 
ligado al respeto de la dignidad humana, a la memoria y a la imagen 
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de la víctima. b. El derecho a que se haga justicia en el caso concreto, 
es decir, el derecho a que no haya impunidad. Este derecho incorpora 
una serie de garantías para las víctimas de los delitos que se derivan 
de unos correlativos deberes para las autoridades, que pueden 
sistematizarse así: (i) el deber del Estado de investigar y sancionar 
adecuadamente a los autores y partícipes de los delitos; (ii) el derecho 
de las víctimas a un recurso judicial efectivo; (iii) el deber de respetar 
en todos los juicios las reglas del debido proceso. c. El derecho a la 
reparación integral del daño que se ha ocasionado a la víctima o a los 
perjudicados con el delito. El derecho de reparación, conforme al 
derecho internacional contemporáneo también presenta una 
dimensión individual y otra colectiva. Desde su dimensión individual 
abarca todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima, y 
comprende la adopción de medidas individuales relativas al derecho 
de (i) restitución, (ii) indemnización, (iii) rehabilitación, (iv) 
satisfacción y (v) garantía de no repetición. En su dimensión colectiva, 
involucra medidas de satisfacción de alcance general como la 
adopción de medidas encaminadas a restaurar, indemnizar o 
readaptar los derechos de las colectividades o comunidades 
directamente afectadas por las violaciones ocurridas. La integralidad 
de la reparación comporta la adopción de todas las medidas 
necesarias tendientes a hacer desaparecer los efectos de las 
violaciones cometidas, y a devolver a la víctima al estado en que se 
encontraba antes de la violación”. 
Ahora bien la corte constitucional también observa con detenimiento la única 
concepción reductora de los derechos a las víctimas dentro del alcance 
constitucional a no violarle sus principios dentro de la negociación de un 
grupo armado ilegal a saber: 
 
“La Corte Constitucional estableció una doctrina en la que 
explícitamente abandonó una concepción reductora de los derechos de 
las víctimas, fundada únicamente en el resarcimiento económico, para 
destacar que las víctimas, o los perjudicados con el delito, tienen un 
derecho efectivo al proceso y a participar en él, con el fin de 
reivindicar no solamente intereses pecuniarios, sino también, y de 
manera prevalente, para hacer efectivos sus derechos a la verdad y a 




La corte en este sentido deja en claro que la impunidad no se permitirá en 
ningún caso pues en todo sentido sería violatorio de los derechos que las 
víctimas tienen a conocer la verdad, a la justicia y a la reparación por los 
actos cometidos en contra de ellos o sus familiares. 
 
“En tal sentido ha entendido que los derechos de las víctimas, 
incorporan el derecho a la verdad, el derecho a que se haga justicia 
en el caso concreto, es decir, el derecho a que no haya impunidad, y el 
derecho a la reparación integral del daño que se ha ocasionado a la 
víctima o a los perjudicados con el delito.” Honorable Corte 
Constitucional. 
 
3. Justicia Transicional 
 
“La Justicia Transicional no es una forma especial de justicia, sino una justicia 
adaptada a sociedades que se transforman a sí mismas después de un período de 
violación generalizada de derechos humanos”. Honorable Corte Constitucional,  
Sentencia        C-771 de 2011. 
 
Para poder hablar de la Justicia Transicional se debe abordar la ley 1424 de 
2010 por la cual se dictan disposiciones de justicia transicional que 
garanticen verdad, justicia, y reparación a las víctimas de desmovilizados de 
grupos organizados al margen de la ley, se conceden beneficios jurídicos y 
se dictan otras disposiciones.  
 
Por otro lado se debe estudiar la Sentencia C-771 de 2011, la cual al 
respecto reza en su introducción: 
 
“Si bien bajo circunstancias históricas específicas las instituciones de 
justicia transicional pueden resultar benéficas para una determinada 
sociedad, tales mecanismos son normalmente aceptados en el derecho 
internacional y constitucional comparado como una situación 
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excepcional, por lo mismo transitoria, frente a lo que, en perspectiva 
eminentemente comparativa, pudiera denominarse el derecho penal 
ordinario, vigente y aplicable a la generalidad de las conductas 
punibles y directamente derivado de los principios y pautas 
constitucionales que regulan la materia. A partir de esta reflexión, 
resulta claro que la implantación de ese tipo de medidas en un 
determinado Estado debe resultar aceptable dentro de su marco 
constitucional, pues lo contrario implicaría una disminución de los 
estándares de justicia y de protección de los derechos de las víctimas, 
que la sociedad tiene derecho a asegurar, como consecuencia y 
realización de los preceptos, valores y principios presentes en el texto 
superior, y de las reglas contenidas en los tratados que integran el 
bloque de constitucionalidad. Así, frente a la existencia de normas que 
el mismo legislador denominó disposiciones de justicia transicional, 
cabe entonces preguntar de qué manera y bajo qué circunstancias la 
Constitución Política y las demás reglas y normas que conforman el 
bloque de constitucionalidad, admiten la posibilidad de que el 
legislador adopte una preceptiva de tal contenido. No hay en la carta 
política colombiana ni en los tratados tradicionales de preservación 
de los derechos humanos que integran el bloque de constitucionalidad, 
una referencia directa a la justicia transicional. Empero, sí existen, 
principalmente a nivel de los valores y principios constitucionales y de 
su reflejo en los derechos y deberes de los ciudadanos, pautas y 
elementos que al ser ponderados con otros criterios relevantes, 
permiten apreciar la conformidad entre tal noción y los textos 
constitucionales. 
 
La Justicia Transicional es un mecanismo normalmente aceptado de carácter 
situacional y por lo mismo transitoria frente al derecho penal ordinario, tema 
este que nos envuelve en este documento. La justicia transicional como bien 
lo expresó la corte constitucional es aceptable desde su óptica si no habrá 
disminución de los estándares de justicia y de protección de los derechos de 
las víctimas que la sociedad debe garantizar en nuestro Estado Social de 
Derecho. Sin embargo la corte también establece en la anterior sentencia 
que no existe ni en la constitución nacional, ni en el bloque constitucional una 
referencia directa a la justicia transicional por lo que esta deberá ser 
desarrollada a la luz de principios del orden constitucional y mediante 




La corte pues, estudia tres distintas y fundamentales referencias que apoyan 
la admisión de la vigencia de medidas transicionales para enfrentar un 
proceso de paz con grupos armados ilegales al margen de la ley, que de ser 
observadas por el ordenamiento penal no sería posible llegar a un acuerdo 
donde las partes individualmente gocen de beneficios constitucionales, por 
un lado y por el lado del Estado se vea satisfecho su necesidad de imponer 
una pena con el único fin de que las víctimas sean reparadas legalmente 
frente a sus victimarios. 
 
Estas referencias pues son, la mención de la paz como objetivo principal del 
Estado consagrada en la Constitución Nacional de 1991, así como ser 
declarada la paz como un objetivo prominente de valor constitucional y por 
último acudiendo como referencia al derecho internacional, la Carta de la 
Organización de Naciones Unidas (ONU), la Carta de la Organización de 
Estado Americanos (OEA) y finalmente la Declaración de los Derechos 
Humanos, por otro lado y de manera indirecta la Corte Constitucional hace 
referencia a la amnistía y el indulto para delitos políticos, herramientas todas 
estas de la Justicia Transicional sin las cuales sería imposible que la paz 
tuviera un marco jurídico estable y duradero en el tiempo y frente a otras 
organizaciones dispuestas a abandonar la lucha ilegal armada. 
 
Las anteriores referencias pues hacen parte indiscutible de una política 
criminal, por cierto inexistente en el estamento colombiano, la cual no puede 
en ningún momento violar la constitución y debe velar por salvaguardar los 
derechos de las víctimas. 
 
Serán pues soportes legales para la Justicia Transicional la ley 975 de 2005, 
Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera 
efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones 
para acuerdos humanitarios y la Sentencia C-370 de 2006, la Ley 1424 de 
2010, Por la cual se dictan disposiciones de justicia transicional que 
garanticen verdad, justicia y reparación a las víctimas de desmovilizados de 
grupos organizados al margen de la ley, se conceden beneficios jurídicos y 
se dictan otras disposiciones, la Ley 782 de 2002, por medio de la cual se 
prorroga la vigencia de la Ley 418 de 1997, Por la cual se consagran unos 
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instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y 
se dictan otras disposiciones, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 
1999, y se modifican algunas de sus disposiciones, el Acto Legislativo 01 de 
2012, Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia 
transicional en el marco del artículo 22 de la constitución política y se dictan 
otras disposiciones, así como las Sentencias C-370 de 2006, C-936 de 2010, 
C-371 de 2011 y C-579 de 2013. 
 
El estudio de las leyes y sentencias citadas nos dan la hoja de ruta a seguir 
en cuanto a Justicia Transicional se refiere y nos muestra como el 
ordenamiento penal actual es insuficiente para enfrentar un proceso de paz 
con miras a lograr este prominente valor constitucional. 
 
Se ha de entender que el actor terrorista negociante con el Estado buscará 
aún, si fuere posible el perdón de los delito y las penas a que hubiese lugar, 
de ahí que si se aborda el proceso de paz con la norma penal en la mano y 
llegar a exponer que será a través de este que se juzgará en el marco de los 
acuerdos y del posconflicto es declarar de entrada que no se desea hacer la 
paz. Si bien el código penal deberá ser tenido en cuenta como referente de 
tipicidad y antijuridicidad más no como referente de punibilidad y mucho 
menos como referente para las penas a aplicar. Si bien es cierto que en 
materia penal se ha de tener estricta observancia del bloque de 
constitucionalidad en todo caso en concreto, también es cierto que este 
deberá ser asumido como referente normativo de estandarización que impida 
que los acuerdos entre las dos partes sea un complot de impunidad que 
deslegitime el proceso en sí y que por ende re victimice a las víctimas.     
 
Entendiendo según la corte en la Sentencia C-771 de 2011 que: 
 “La Justicia Transicional No es una forma especial de justicia, sino una justicia 
adaptada a sociedades que se transforman a sí mismas después de un período de 
violación generalizada de derechos humanos”. Es claro presumir que el 
ordenamiento legal y jurídico deberá prestarse constitucionalmente para 
dicho fin y no deberá ser obstáculo para lograr la paz, sin embargo esta no 
deberá ceder a las pretensiones de los grupos armados al margen de la ley 
en flagrante violación del derecho de las víctimas como ya se ha venido 
citando en pasajes anteriores. 
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4. Derecho de las Víctimas 
 
Según los principios internacionales:  
 
“se entenderá por víctima a toda persona que haya sufrido daños individual o 
colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 
pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, 
como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una violación 
manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o una 
violación grave del derecho internacional humanitario. Cuando corresponda, 
y en conformidad con el derecho interno, el término “víctima” también 
comprenderá a la familia inmediata o las personas a cargo de la víctima 
directa y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar 
asistencia a víctimas en peligro o para impedir la victimización”.  
 
Según nuestro ordenamiento jurídico, ley 975 de 2005 o Ley de Justicia y 
Paz, artículo No. 5 
 
“Para los efectos de la presente ley se entiende por víctima la persona que 
individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones 
transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, 
psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida 
financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. Los daños deberán 
ser consecuencia de acciones que hayan transgredido la legislación penal, 
realizadas por grupos armados organizados al margen de la ley.  
También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera 
permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de 
la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere 
desaparecida.  
La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identifique, 
aprehenda procese o condene al autor de la conducta punible y sin 
consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima.  
Igualmente se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza 
Pública que hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen 
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algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o 
menoscabo de sus derechos fundamentales, como consecuencia de las 
acciones de algún integrante o miembros de los grupos armados organizados 
al margen de la ley.  
Asimismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compañera 
permanente y familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros 
de la fuerza pública que hayan perdido la vida en desarrollo de actos del 
servicio, en relación con el mismo, o fuera de él, como consecuencia de los 
actos ejecutados por algún integrante o miembros de los grupos organizados 
al margen de la ley”. 
 
 
DERECHOS DE LAS VICTIMAS A LA VERDAD, LA JUSTICIA Y LA 
REPARACION EN EL MARCO DE JUSTICIA TRANSICIONAL-
Contenido y alcance/JUSTICIA TRANSICIONAL-Ponderación de 
principios y valores  
 
“Al emprender el estudio específico de los cargos elevados en la 
demanda, y de cara al contenido de los derechos de las víctimas cuya 
supuesta vulneración los sustenta, debe esta corporación reiterar la 
necesidad de que, tratándose de instituciones concebidas dentro de un 
contexto de justicia transicional, ese examen parta de una cuidadosa 
ponderación de los principios e intereses constitucionales en juego, 
que en estos casos entran en colisión. Los elementos objeto de esa 
ponderación son, de una parte, la paz como valor constitucional y 
como derecho y deber ciudadano, en procura de la cual se han 
establecido mecanismos como los contenidos en la Ley 1424 de 2010 
aquí parcialmente acusada, y de otra, los derechos de las víctimas a 
la verdad, la justicia y la reparación, garantías que sin duda tienen 
sólido fundamento, tanto en la Constitución Política como en los 
instrumentos internacionales que integran el bloque de 
constitucionalidad. En los años recientes esta corporación realizó un 
ejercicio de ese mismo contenido, en la tantas veces citada sentencia 
C-370 de 2006, estudio que sirvió como referente de las decisiones 
allí adoptadas en torno a la exequibilidad de las disposiciones de la 
Ley 975 de 2005 que entonces habían sido demandadas, norma que 
como se ha explicado, ha sido mayoritariamente considerada un 
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típico instrumento de justicia transicional. En esa oportunidad la 
Corte se apoyó, como es del caso hacerlo también ahora, en el 
extenso análisis que esa misma providencia efectuó en torno a la paz 
en sus distintas dimensiones, y a la importancia que el constituyente 
de 1991 le atribuyó a ese concepto, en atención al contexto histórico 
del momento, que también en esta decisión ha sido rememorado. Sin 
embargo, al relievar también el valor e importancia reconocidos por 
la Constitución al concepto de justicia, y precisamente como 
resultado de ese ejercicio de ponderación, señaló esta corporación 
que, pese a la enorme importancia de la paz como valor, como 
derecho y como deber ciudadano, el posible logro de ese objetivo no 
es razón suficiente para justificar cualquier tipo de sacrificio de otros 
intereses igualmente protegidos por el ordenamiento superior, 
específicamente los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y 
la reparación, como consecuencia de las acciones que les hubieren 
afectado. Así las cosas, sin reducir el alcance que conforme al texto 
superior y al derecho internacional tienen esos conceptos, este 
análisis acepta desde su inicio que en casos concretos puede resultar 
válida una parcial restricción de alguno(s) de esos derechos, por 
ejemplo del derecho a la justicia en la dimensión relacionada con la 
efectiva sanción de los responsables de ciertos delitos, o del derecho a 
la reparación en cuanto algunos de sus componentes sean 
parcialmente reformulados, para dar espacio a las formas simbólicas 
y colectivas de reparación, que pueden así mismo ser efectivas como 
garantía de no repetición de los hechos vulneradores de los derechos 
humanos. Conforme a lo explicado, el ejercicio de ponderación de los 
principios y valores constitucionales en conflicto debe necesariamente 
realizarse frente a reglas de derecho específicas y no de manera 
global, pues sólo mediante la apreciación concreta de cada una de 
ellas puede evaluarse adecuadamente la razonabilidad y 
aceptabilidad de las restricciones planteadas, en vista del beneficio 
correlativo que a partir de ello pudiera obtener la sociedad dentro del 
ya explicado contexto de la justicia transicional.” 
El derecho penal como norma rectora de carácter personalísimo que busca 
sancionar al victimario frente a los daños cometidos al bien jurídicamente 
tutelado de la víctima, en la etapa del pos conflicto, deberá ceder parte de 
sus intereses de una pena justa y acorde al delito cometido (Justicia), para 
dar paso a la justicia transicional, y aunque se puede hablar en términos de 
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tasación o dosificación de penas, nunca se podrá hablar de negar los 
derechos que tienen las víctimas a conocer la verdad, a recibir justicia y a su 
reparación respectiva. Por ende el derecho que las víctimas tienen según la 
Corte Constitucional, estará siempre por encima de lo acordado en medio de 
la mesa de negociación con el alzado en armas de origen ilegal (“Sin 
embargo, al relievar también el valor e importancia reconocidos por la Constitución 
al concepto de justicia, y precisamente como resultado de ese ejercicio de 
ponderación, señaló esta corporación que, pese a la enorme importancia de la paz 
como valor, como derecho y como deber ciudadano, el posible logro de ese objetivo 
no es razón suficiente para justificar cualquier tipo de sacrificio de otros intereses 
igualmente protegidos por el ordenamiento superior, específicamente los derechos de 
las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, como consecuencia de las 
acciones que les hubieren afectado”) Subrayado por fuera del texto. No obstante 
estos derechos privilegiados en toda negociación, pueden ser resarcidos 
económicamente en pro de una pena simbólica que deberá pagar el 
victimario para que el logro de la paz sea un aporte de ambos lados. 
 
5. El Derecho a la Verdad, la Justicia y la Reparación 
 
              Ley 975 de  2005. ARTÍCULO 1o. OBJETO DE LA PRESENTE LEY.  
“La presente ley tiene por objeto facilitar los procesos de paz y la 
reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos 
armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la 
verdad (Art. 7), la justicia (Art. 6) y la reparación” (Art. 8). 
ACUERDOS DE CONTRIBUCION A LA VERDAD HISTORICA Y 
LA REPARACION-Alcance de la imposibilidad de utilizar como 
prueba judicial la información surgida de dichos acuerdos 
 
“Atendiendo la relevancia de los graves comportamientos vulneradores de 
derechos humanos en el mundo, se ha concretado que las víctimas de esas 
nocivas conductas tienen no sólo el derecho a la reparación y a la justicia, 
sino a la verdad y a la memoria, como forma de evitar la repetición de esa 
clase de actos. En tal sentido, el preámbulo del ya referido Conjunto de 
Principios actualizados para la protección y la promoción de los Derechos 
Humanos mediante la lucha contra la impunidad, señala que en interés de las 
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víctimas de las violaciones a ese tipo de prerrogativas, tanto en el ámbito 
nacional como en el internacional, debe asegurarse el respeto efectivo no sólo 
del derecho a la justicia y a la reparación, sino a un saber, materializado 
mediante el derecho a la verdad.” 
Señala también que: 
“A los Estados les debe corresponder el establecimiento de medidas, no 
necesariamente judiciales, para hacer efectivo el derecho a saber. A ese 
respecto, el Principio 4° indica: “Incumbe a los Estados adoptar las medidas 
adecuadas, incluidas las medidas necesarias para garantizar el 
funcionamiento independiente y eficaz del poder judicial, para hacer efectivo 
el derecho a saber. Las medidas apropiadas para asegurar ese derecho 
pueden incluir procesos no judiciales que complementen la función del poder 
judicial.” Dentro de esos lineamientos, se permite además la creación de 
comisiones de la verdad, o de otras comisiones de investigación, que no 
poseen carácter judicial”. 
Así se estatuye en el Principio 8°, en cuanto “únicamente los tribunales 
penales tienen competencia para determinar la responsabilidad penal 
individual a fin de pronunciarse, llegado el caso, sobre la culpabilidad y 
seguidamente sobre la pena”. Dada la importancia de recopilar 
adecuadamente la información obtenida por tales comisiones, también se ha 
consagrado una serie de exigencias frente a la preservación de los archivos y 
su consulta, como garantía y extensión del derecho a saber (Principio 14). 
Por ende, la consulta de los archivos debe facilitarse, en interés general de la 
sociedad entera y, en particular, de las víctimas y de sus familiares, al igual 
que de imputados y acusados. Como quedó visto, dentro del Conjunto de 
Principios para la Protección y la Promoción de los Derechos Humanos 
mediante la lucha contra la Impunidad, marco conceptual de gran relevancia 
como fuente de Derecho Internacional, se consagra que para el adecuado 
cumplimiento de las obligaciones inherentes a cada Estado con relación a 
graves violaciones de Derechos Humanos, se consagró el “derecho a saber”, 
que reafirma la verdad como una garantía inalienable de los pueblos, 
tratándose del derecho imprescriptible de las víctimas y sus familias “a 





INFORMACION OBTENIDA EN ACUERDOS DE CONTRIBUCION A 
LA VERDAD HISTORICA EN JUSTICIA TRANSICIONAL-Alcance 
sobre la utilización contra terceros  
 
Contrario a lo que ocurre cuando, según antes se explicó, se pretende utilizar 
la información conocida a través de los Acuerdos en contra de la misma 
persona que la hubiere provisto, cuando se trata de terceros, salvo las 
excepciones que seguidamente se explicarán, no existe en realidad ningún 
tipo de justificación constitucional para que esa información recaudada bajo 
los derroteros de los artículos 2° y 3° de la Ley 1424 de 2010, no pueda ser 
empleada contra ellos. Ciertamente, existen dos situaciones claramente 
identificadas, en las que sin contravenir la preceptiva superior, terceras 
personas distintas a quien suscribe el Acuerdo podrían ser beneficiarios de la 
garantía prevista en el segmento normativo aquí analizado. Estas situaciones 
atañen, de una parte, a los demás sujetos distintos al declarante, a quienes se 
refiere el artículo 33 de la carta política, esto es, el cónyuge o compañero 
permanente y los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil; y de otra, a los demás personas que sin 
estar conectadas en la forma antes indicada con quien ha provisto la 
información mediante la suscripción de un Acuerdo, compartan con aquél la 
condición de desmovilizados, del mismo grupo. En el caso de las otras 
personas listadas en el artículo 33 del texto superior, la razón que justifica el 
no uso de la información surgida de los Acuerdos es en realidad la misma que 
sustenta esta garantía en el caso del declarante mismo. En efecto, tanto como 
sucede en ese otro evento, es claro que de no existir esa inmunidad, la 
posibilidad de utilizar este mecanismo (el Acuerdo) en aras de contribuir al 
esclarecimiento de la verdad y el logro de la paz podría dar lugar al 
enjuiciamiento de la pareja o de algún otro de los ya indicados parientes, lo 
que más allá de generar una situación no querida por quien suministró la 
información, implicaría transgresión de esta garantía constitucional. Resulta, 
por tanto, necesario, que exista seguridad de que la información que se 
suministre no será utilizada con este propósito, lo que explicaría la salvedad 
que en este punto establece la regla acusada, y avalaría la exequibilidad de la 
expresión que se estudia, en lo que a esta hipótesis se refiere. De otra parte, 
se justifica también que la garantía de no uso de esa información se extienda 
a los demás sujetos del mismo grupo armado organizado al margen de la ley 
al que pertenecía el informador suscriptor del Acuerdo, que conforme a las 
definiciones y supuestos antes explicados, sean desmovilizados, tanto como 
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aquél. En este caso la razón que explica esta exclusión es que de no ser así, y 
teniendo entonces cada uno de los desmovilizados la latente posibilidad de 
ser perseguido e incluso condenado por su participación en hechos revelados 
por otros integrantes de su mismo grupo que comparten con él la condición 
de desmovilizados, se frustraría entonces el propósito de negociación de 
quienes suscriban los Acuerdos, que según se dijo, es válido frente a la 
Constitución, al tratarse de una medida excepcional implementada dentro del 
marco de un proceso de justicia transicional. Por el contrario, es claro que en 
ausencia de las dos indicadas circunstancias de excepción, no habría 
conforme a la Constitución derecho a esa inmunidad, y por el contrario, 
existe un deber de colaboración con la administración de justicia y la 
materialización de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación, que 
conduce a la necesidad de que las autoridades procuren el máximo 
aprovechamiento posible de esa información. En este sentido debe tenerse en 
cuenta que despojar por completo de valor probatorio en contra de terceras 
personas, a los relatos que los desmovilizados hagan al suscribir los 
Acuerdos, impediría que a través de sus declaraciones estas personas 
cumplan también la importante misión que la Constitución atribuye a todos 
los residentes en Colombia, en el sentido de contribuir al buen 
funcionamiento de la administración de justicia. Además, es claro que esta 
regla general afecta gravemente los derechos de las víctimas y sus familias, 
ya que si bien podría generarse un efecto positivo en lo que atañe al derecho 
a la verdad, ello sería a expensas de la posibilidad de que los responsables de 
los crímenes relatados sean efectivamente sancionados y reparen a sus 
víctimas, en cuanto la declaración contenida en el Acuerdo debilitaría la 
posibilidad de condenar por tales hechos a persona alguna. De otro lado, el 
choque entre esta regla impeditiva e importantes valores de raigambre 
constitucional, se aprecia de manera evidente al recordar que una de las 
premisas de los sistemas de justicia transicional, es que la información 
recaudada debe facilitar, de manera efectiva, el esclarecimiento de los hechos 
relacionados con la conformación de los grupos armados organizados al 
margen de la ley y de todas las demás conductas o actuaciones de que se 
tenga conocimiento, dada su pertenencia a esas agrupaciones, que las más de 
las veces deben corresponder a graves delitos.  
 La información suministrada por los desmovilizados debe servir para                     
determinar la responsabilidad penal de los autores o partícipes de graves 
delitos o que causen mayor impacto o repercusión. Por ende, el hecho de que 
un elemento de convicción provenga de los Acuerdos suscritos por aquellos, no 
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puede ser óbice para que el Estado, a través de los organismos competentes, 
emplee esos descubrimientos para, escudriñada su verosimilitud, encaminar las 
indagaciones subsiguientes, claro está, dentro del marco constitucional, legal y 
bajo las formas propias de cada procedimiento correspondiente. Sin duda 
alguna, valores superiores como la justicia, la verdad y la efectividad de los 
derechos y deberes de los ciudadanos, se verían truncados en aquellos eventos 
en los cuales, sin existir inmunidad penal ni otra consideración válida y con 
comparable respaldo en la Constitución, se blinden de la posibilidad de ser 
castigadas conductas graves perpetradas por terceros ajenos al Acuerdo de 
Contribución a la Verdad Histórica y la Reparación, máxime cuando, según el 
marco teleológico de la Ley 1424 de 2010, lo que se pretende con esos 
Acuerdos no sólo es la paz duradera y la reintegración de los desmovilizados, 
sino “la satisfacción de las garantías de verdad, justicia y reparación”. En 
consecuencia, la Corte Constitucional declara exequible la expresión “o en 
contra de terceros”, contenida en la parte final del inciso segundo del artículo 
4° de la Ley 1424 de 2010, pero bajo el entendido de que ese concepto cobija 
apenas a las otras personas distintas al declarante relacionadas en el artículo 
33 superior y a los demás desmovilizados del mismo grupo armado organizado 
al margen de la ley al que hubiere pertenecido el deponente.
 
 
Las víctimas desde el entendido de la normatividad vigente en Colombia y el 
bloque  constitucional tendrán especial protección en todo proceso de paz 
con grupos armados ilegales que buscan reinsertarse en la sociedad, no por 
hecho de lograr el fin propuesto se podrá violar sus derechos de los cuales 
hemos venido tratando. Esto quiere decir  “a conocer la verdad de lo 
sucedido, a saber quiénes fueron los agentes del daño, a que los hechos se 
investiguen seriamente y se sancionen por el Estado, y a que se prevenga la 
impunidad; para los familiares de la víctima, “la posibilidad de conocer lo 
sucedido a ésta, y, en caso de atentados contra el derecho a la vida, el 
derecho a saber dónde se encuentran sus restos; en estos supuestos, este 
conocimiento constituye un medio de reparación y, por tanto, una expectativa 
que el Estado debe satisfacer a los familiares de la víctima y a la sociedad 
como un todo”; y para la sociedad, ese mismo derecho se encamina a “la 
divulgación pública de los resultados de las investigaciones sobre graves 
violaciones de derechos humanos”, además de resguardar el interés de la 
comunidad a que se investigue, se recree la verdad y se sancione el delito en 
los eventos en los que sea procedente.. Es así como el gobierno deberá 
hacer esfuerzos expeditos legales para que esta verdad sea conocida sin 
34 
 
que esto conlleve para el que está acogiéndose a la justicia transicional una 
auto incriminación por los delitos confesados que violente el artículo 33 
superior. Así pues queda en claro lo que la corte expresa en la sentencia ya 
mencionada en este texto y que respalda la verdad desde los acuerdos 
constitucionales a la verdad histórica y a la reparación que satisfaga todas 
las garantías a las víctimas del conflicto interno. 
 
Las diferentes voces normativas internacionales dan mucho poder y 
relevancia a las víctimas, a tal punto que prácticamente imponen que las 
víctimas sean tenidas en cuenta en todo el proceso y que las penas a pagar 
por parte de los victimarios sean acordes para que las primeras se sientan 
reparadas. Y es que fueron ellas las que sufrieron en las confrontaciones que 
dieron lugar a una mesa de negociación. Pasar por alto de sus derechos a la 
verdad, a la justicia y a la reparación integral, habría un camino para que 
entidades internacionales pudiesen ingresar al territorio nacional para aplicar 
de acuerdo a los tratados y convenios ratificados por Colombia su 
normatividad en aras de: primero proteger el derecho de las víctimas y 
segundo, no permitir la impunidad que producto del afán del gobierno con el 
cual se está sentado en la mesa de diálogos le esté concediendo a los 
victimarios. 
 
“Así se ha establecido, entre otros, en el artículo 8º de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en la Resolución 217 A (III) de diciembre 10 de 1948 y en el 
artículo 2º numeral 3º literal a) del PIDCP, adoptado en la Resolución 2200 
A (XXI) de diciembre 16 de 1966, vigente en Colombia desde marzo 23 de 
1976, en virtud de la Ley 74 de 1968. Además, tal como se expresó en la 
sentencia C-936 de noviembre 23 de 2010 (M. P. Luis Ernesto Vargas Silva), 
existen en el ámbito internacional otros instrumentos que además de precaver 
la comisión de graves vulneraciones a los derechos humanos, conminan a los 
Estados a sancionarlos adecuadamente.” …“El primer Principio de la lucha 
contra la impunidad hace referencia a los deberes generales de los Estados, 
en orden a adoptar medidas eficaces, siendo infracción a esos deberes no 
investigar las violaciones de los derechos humanos, pues deben adoptar 
“medidas apropiadas respecto de sus autores, especialmente en la esfera de 
la justicia, para que las personas sospechosas de responsabilidad penal sean 
procesadas, juzgadas y condenadas a penas apropiadas”, además de 
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“garantizar a las víctimas recursos eficaces y la reparación de los perjuicios 
sufridos, de garantizar el derecho inalienable a conocer la verdad y de tomar 
todas las medidas necesarias para evitar la repetición de dichas violaciones”. 
A su vez, el Principio 9º señala el derecho a la justicia como uno de los 
principios generales, el cual comporta como deber del Estado emprender 
“investigaciones rápidas, minuciosas, independientes e imparciales de las 
violaciones de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario” 
y adoptar  “las medidas apropiadas respecto de sus autores, especialmente en 
la esfera de la justicia penal, para que sean procesados, juzgados y 
condenados debidamente”. Acorde con lo hasta ahora consignado, varios de 
los instrumentos internacionales que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 93 de la 
Constitución Política, además de otros que son también fuente de derecho 
internacional, imponen al Estado la obligación de tipificar, investigar y 
sancionar adecuadamente aquellos comportamientos que revistan las 
características de delito (cfr. además art. 250 ib.). Como lo ha resaltado esta 
Corte, esas obligaciones adquieren mayor relevancia cuando se trate de 
comportamientos que afecten sensiblemente derechos humanos.”  
 
Impunidad y violación al derecho que tienen las víctimas van íntimamente 
ligados, y es que cuando se habla de impunidad es frente al delito cometido y 
frente a las víctimas, pues de no existir un bien tutelado puesto en riesgo o 
vulnerado no se podría hablar de víctimas, bien sea el Estado, el cual podría 
en la Justicia Transicional buscar el indulto o el perdón para los negociadores 
de la contra parte, y jurídicamente podría ser aceptado, pero lo que no se 
podría permitir bajo ningún punto es que no hubiese reparación para las 
víctimas dejadas a lo largo del conflicto armado interno. 
 
La impunidad viene a ser un obstáculo para todo pos conflicto, pues no sólo 
afecta a las víctimas de crímenes ocurridos durante las acciones armadas, 
sino que también es un precedente judicial catastrófico para la nación que lo 
permite. Así se acuerde en la mesa de diálogos que se permitirá tal vejamen, 
el de la impunidad, esta no tendrá poder alguno ante los organismos 
internacionales, que observando que el Estado que ha permitido la 
impunidad hará acciones pertinentes para no permitirla, lo que conllevaría a 





Colombia que hace parte de las Naciones Unidas, la cual ha ratificado los 
diferentes acuerdos y tratados en cuanto a Derechos Humanos se refiere, no 
podría apartarse de estos con el ánimo de ofrecer mejores garantías a los 
victimarios que se encuentran en acuerdos de paz con el Estado. Así pues la 
carta de derechos humanos es vinculante para el Estado colombiano y debe 
estar presente en todo momento de los diálogos y aún en el pos conflicto. 
 
La Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos y la Comisión 
de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha expedido un conjunto 
de principios actualizado para la protección y promoción de los derechos 
humanos mediante la lucha contra la impunidad, los cuales Colombia ha 
adoptado a saber: 
 
Recordando su resolución 2004/72, de 21 de abril de 2004: 
“Reafirmando el deber de todos los Estados de poner fin a la impunidad 
y de enjuiciar o extraditar, de conformidad con las obligaciones que han 
adquirido en virtud del derecho internacional, a los responsables de todas las 
violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario 
que constituyan delito, incluidos el genocidio, los crímenes de lesa humanidad 
y los crímenes de guerra, para ponerlos a disposición de la justicia, promover 
la transparencia, el respeto del derecho internacional y la justicia para las 
víctimas, (Subrayado fuera del texto) desalentar la comisión de esos delitos y 
cumplir la obligación de los Estados de proteger a todas las personas contra 
esa clase de delitos, 
Convencida de que la impunidad por la violación de los derechos 
humanos y del derecho internacional humanitario que constituye delito 
alienta esa violación y es un obstáculo fundamental para la observancia y la 
plena aplicación, sin ningún tipo de discriminación, de las normas de 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario, 
Convencida también de que exponen la verdad en lo que respecta a las 
violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario 
que constituyen delito, la entrega a la justicia de sus autores, incluidos sus 
cómplices, la obtención de justicia y de una reparación efectiva para las 
víctimas, y su protección, así como el mantenimiento de archivos históricos de 
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esas violaciones y la restitución de la dignidad a las víctimas mediante el 
reconocimiento público y la conmemoración de sus padecimientos forman 
parte integrante de la promoción y el ejercicio efectivo de los derechos 
humanos y del derecho internacional humanitario y de la prevención de 
futuras violaciones y son un factor fundamental para garantizar un sistema de 
justicia justo y equitativo y, en definitiva, promover una reconciliación y una 
estabilidad justas en todas las sociedades, inclusive en las que se encuentran 
en situación de conflicto o posconflicto, y pertinente en el contexto de los 
procesos de transición,..”  
 
“En esos Principios se reconoce el derecho individual y colectivo a la 
reparación, entendido como noción genérica que abarca los diferentes tipos 
de reparación. Estas modalidades comprenden la restitución, la 
indemnización y la rehabilitación, así como las medidas de satisfacción y 
las garantías de no repetición de las violaciones. Estos tipos de reparación, 
que no son excluyentes sino complementarios, se definen de la siguiente 
manera: 
 
a) Restitución: está orientada a restablecer la situación existente antes 
de la violación de derechos humanos o del derecho internacional 
humanitario. Esta medida se aplica por ejemplo a casos relacionados 
con el restablecimiento de la  libertad, la vida familiar, la ciudadanía o 
nacionalidad, el retorno al país de residencia anterior y la recuperación 
del empleo o de la propiedad. 
 
b) Indemnización: se trata de una compensación por todo perjuicio que 
resulte como consecuencia de una violación y que fuere evaluable 
económicamente. Se concede en casos de daño físico o mental; de 
pérdida de oportunidades -incluyendo las relativas a la educación-; de 
daños materiales y pérdidas de ingresos -incluido el lucro cesante-; de 
daños a la reputación o a la dignidad; así como para los gastos de 
asistencia jurídica o de otros expertos, de medicinas o de servicios 
médicos. 
 
c) Rehabilitación: se orienta a la recuperación de las personas mediante 
la atención médica y psicológica, así como a garantizar la prestación 
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de servicios jurídicos y sociales necesarios para esos fines. 
 
d) Satisfacción y garantías de no repetición: se incluyen entre estas 
medidas varias que apuntan a una reparación simbólica y otras 
orientadas a la prevención de violaciones mediante la construcción de 
condiciones para evitar la repetición de las mismas. En este bloque se 
pone de manifiesto, una vez más, la importancia de la verdad y la 
justicia como contenido de la reparación integral. En síntesis se 
plantea el deber del Estado de adoptar medidas adecuadas para que 
las víctimas no puedan volver a ser objeto de violaciones que vulneren 
su dignidad. Entre ellas figuran: 
 
 Medidas de satisfacción: como la cesación de las violaciones, 
la verificación de los hechos y la publicidad de la verdad; la 
declaración oficial o la decisión judicial de reparación de la 
dignidad, de la reputación y de otros derechos de las víctimas; 
la disculpa y el reconocimiento público de los hechos y de las 
responsabilidades; las conmemoraciones y los homenajes a las 
víctimas; o la enseñanza y la difusión de la verdad histórica. 
 
 Medidas de prevención: incluyen la disolución de grupos 
armados no oficiales vinculados directa o indirectamente al 
Estado o de grupos paraestatales; las medidas administrativas 
o de otra índole relativas a los agentes de Estado implicados en 
violaciones graves de los derechos humanos.  
 
Garantizar la no repetición de los crímenes es una de las acciones que debe 
emprender el Estado en materia de reparación. En este sentido, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos Sentencia caso “Castillo Páez vs. 
Perú”, 27 de noviembre de 1998, párr 48. ha manifestado:  
 
“la reparación es el término genérico que comprende las diferentes formas 
como un Estado puede hacer frente a la responsabilidad internacional en 
la que ha incurrido (restitutio in integrum, indemnización, satisfacción, 





5.1 POS CONFLICTO A LA LUZ DEL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO 
 
Código Penal Colombiano. Artículo 2. Integración. 
“Las normas y postulados que sobre derechos humanos se encuentren 
consignados en la Constitución Política, en los tratados y convenios 
internacionales ratificados por Colombia, harán parte integral de este 
código”.  
 
A la luz de la ley 599 de 2000 o Código Penal Colombiano sería imposible 
llegar a un acuerdo de paz, no sólo por las penas en este contempladas, sino 
porque al menos que haya principio de oportunidad o preacuerdo con el ente 
acusador no existe la manera legal contenida en este de ofrecer mejores 
beneficios de los cuales ya está estipulado y esto no en el sustancial sino en 
el procesal.  
 
Es necesario que el victimario pague una pena así sea simbólica y esto no 
como capricho de la sociedad, sino porque hace parte de la reparación a las 
cuales las víctimas son merecedoras, atentar contra este derecho, sería 
violatorio en todo sentido de la palabra y violatorio no sólo del sistema penal 
colombiano, sino también de los acuerdos ratificados por Colombia que 
conforman el bloque de constitucionalidad. 
 
¿Hasta qué tiempo debería pagar un victimario que se ha sentado en una 
mesa de negociación? Muchas son las voces respecto a este tema, hasta se 
han planteado miles de hipótesis y los más avezados se han atrevido a 
pensar en mínimos y máximos, pero todo esto  la luz de nuestro código 
penal. El código penal no es el medio sustancial a utilizar en procesos de 
paz, no por lo menos en un proceso realmente negociado, porque cuando 
hay rendición de una de las partes, no habrá necesidad de ver ninguna otra 
forma para hacerles pagar sus penas, claro está en un debido proceso y 
respetando el Derecho Internacional. En otras palabras, el código penal sólo 
servirá como referente normativo de las conductas que el legislador ha 
catalogado como Típicas, Antijurídicas y Culpables, pero no para aplicar la 
sanción en ellas contempladas, porque en un proceso de negociación no se 
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puede llegar a negociar con una norma tan dura pues esto desalentaría a la 
contra parte anti estatal, en lugar a esta y dejando claro que sólo se juzgará 
por los delitos en este estipulado, se deberá buscar un mecanismo 
alternativo, pero constitucional para que los victimarios paguen sus culpas 
bien sea intramuros o no. En este caso estaríamos hablando de una justicia 
transicional ya analizada en apartes anteriores. 
El código penal colombiano es el que menos oportunidades ofrece de una 
verdad distinta a lo procesal, en este ámbito la verdad se circunscribe a la 
confesión o a la delación y es una verdad parcial que no satisface a la 
víctimas, por este motivo para hallar la verdad de la cual tienen derecho se 
debe buscar mecanismos alternativos como lo son las comisiones de la 
verdad. Investigar, acusar y juzgar que son los elementos esenciales del 
código penal colombiano, conceptos maximalistas del ius puniendi, deberían 
ceder su alcance para llegar a un proceso de paz que permita al combatiente 
contra el Estado abandonar las armas e ingresar al seno de la sociedad, 
concepto este que debe ser revisado minuciosamente pues de violentar la 
norma nos pondría en la mira de organismos internacionales que tendrían 
fuero en nuestra nación por los tratados y convenios que el congreso ha 
ratificado y que hacen parte del bloque de constitucionalidad. 
 
Así pues se plantea el problema principal y es hasta dónde se debe ceder 
para lograr la paz y hasta dónde se debe hablar de justicia alternativa o 
transicional. El Fiscal General Dr. Eduardo Montealegre defiende la tesis de 
que el derecho que tiene el Estado colombiano de investigar, acusar y juzgar 
es un derecho relativizable que se puede ponderar en pro del derecho a la 
paz. Por otro lado hay voces como la del Procurador General José Ordoñez 
que aunque respalda la tesis de una justicia transicional, desaprueba 
contundentemente que esta no tenga los estándares internacionales y que 
por ende genere impunidad lo que iría flagrantemente en contra del Estatuto 
de Roma, el cual en su preámbulo establece que: 
 
“Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes 




El código penal colombiano se fortalece aún más normativamente en medio 
de un proceso de negociación o posconflicto haciendo uso del bloque de 
constitucionalidad, especialmente en el Protocolo adicional a los Convenios 
de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas 
de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II), Aprobado 
el 8 de junio de 1977 por la Conferencia Diplomática sobre la Reafirmación y 
el Desarrollo del Derecho Internacional Humanitario Aplicable en los 
Conflictos Armados, que describe con lujo normativo que se puede amnistiar 
ampliamente salvo las personas sospechosas o acusadas de haber cometido 
crímenes de guerra, las cuales deberán ser juzgadas con plena observancia 
de las normas que regulan dichas conductas punibles. 
 
“Norma 159. Cuando hayan cesado las hostilidades, las autoridades en el 
poder se esforzarán por conceder la amnistía más amplia posible a quienes 
hayan participado en un conflicto armado no internacional o a las personas 
privadas de libertad por razones relacionadas con el conflicto armado, salvo 
a las personas sospechosas o acusadas de haber cometido crímenes de 
guerra, o que estén condenadas por ello”. (Subrayado fuera del texto) 
 
Así la parte negociante estatal desee amnistiar a su contraparte no podrá 
hacerlo totalmente sin violar el bloque de constitucionalidad. Así lo describe 
pues la convención de Viena, sobre el derecho de los tratados, ratificado por 
Colombia lo cual impide que nuestro Estado justifique decisiones que 
promuevan o permitan la impunidad o de inobservancia del derecho penal 
internacional aduciendo disposiciones internas o de su propio interés. 
Existen referentes en anteriores procesos de negociación como lo fue en su 
tiempo el proceso con el M-19, quienes se beneficiaron con la amnistía 
generalizada y lo cual puede ser una figura aplicable al caso concreto con las 
FARC a los miles de combatientes que engrosaron sus filas y de los cuales la 
justicia no reclama más que la verdad. Sin embargo, podría degenerar en 
impunidad dado que su aplicación constituye el perdón y olvido a los 
victimarios.  
Cabe recordar que hace 25 años que se llevó a cabo el proceso con el M-19 
no existía la Corte Penal Internacional, que fue fundada el 17 de Julio de 
1998 en Roma Italia, hoy existe, y ya ha emitido voces de desacuerdo en una 
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eventual amnistía a los líderes del grupo terrorista de las FARC.   
 
27. El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar 
las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un 
tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46.  
 
Para poder continuar con este trabajo se debe entender algunos términos 
muy importantes a la luz del contexto internacional y a la luz del código penal 
colombiano. Entre estos está el término Amnistía: Es una causa de extinción 
de la responsabilidad penal, es un acto jurídico, normalmente emanado del 
poder legislativo. Busca declarar inocentes a aquellos que han cometido un 
delito.  
 
A diferencia del indulto, que extingue la responsabilidad penal actuando 
sobre la pena derivada del delito, es decir, la persona sigue siendo culpable, 
pero se le ha perdonado el cumplimiento de la pena, la amnistía actúa sobre 
el delito mismo.  
 
La amnistía suele tener efectos retroactivos y, entre otros, extingue toda 
responsabilidad penal o civil y anula los antecedentes penales. Por lo mismo 
actúa sobre todos los que cometieron dicho delito y no sobre sujetos 
concretos. 
 
La amnistía suele suponer un nuevo juicio de valor sobre la conveniencia de 
prohibir o sancionar una conducta. Por esa razón, las leyes o actos de 
amnistía son más frecuentes en momentos de cambios sociales o de 
regímenes políticos y, en ocasiones, se asocia al perdón de presos políticos. 
Sin embargo, su empleo puede ser objeto de polémica, pues puede provocar 
la impunidad de quienes cometieron graves hechos (Delitos de lesa 
Humanidad o Crímenes de Guerra) durante un régimen anterior. 
La amnistía y el indulto como herramientas jurídicas válidas, podrán ser 
utilizadas por el gobierno sentado en la mesa de negociaciones según sea la 
conveniencia del momento, o para destrabar el proceso dada la situación, de 
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una vez acordados todos los puntos de la agenda y se desee firmar un 
acuerdo de paz que ponga fin al conflicto Colombiano. Ambas figuras se 
pueden aplicar en el contexto de la justicia transicional, sin embargo ambas 
igual de nefastas tomando como referentes los estándares internacionales 
normativos. En ambos casos se supone que la privación de la libertad se 
encuentra ausente, mientras en uno de los casos su ausencia radica en la 
extinción del delito, mientras que en el otro caso radica en el perdón de la 
pena. 
Diferencias entre indulto y amnistía 
 El indulto supone el perdón de la pena, mientras que la amnistía 
supone el perdón del delito. Por eso sólo se puede indultar respecto 
de la parte de la pena que no haya sido ya cumplida, mientras que la 
amnistía puede implicar rehabilitar al amnistiado en derechos ya 
perdidos al cumplir la pena impuesta. 
 El indulto afecta a una persona concreta, la amnistía afecta a una 
pluralidad. 
 El indulto no extingue la responsabilidad civil derivada del delito, la 
amnistía sí lo hace. 
 En general, para otorgar el indulto es necesario un acto administrativo 
para la amnistía es necesaria una ley. 
 La amnistía extingue los antecedentes penales, mientras el indulto no 
lo hace necesariamente. 
 Para otorgar un indulto es necesaria sentencia firme, para la amnistía 
no es necesario. 
 La amnistía, por lo general, se aplica para los delitos políticos.5 
 
El Estatuto de Roma en su capítulo número siete (7) define lo que es un 
delito o crimen de lesa humanidad de la siguiente manera: Es cualquiera de 
los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 
generalizado o sistemático (Negrilla y cursiva por fuera del texto) contra una 
población civil y con conocimiento de dicho ataque: 
Asesinato;  
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Deportación o traslado forzoso de población;  
Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de 
normas fundamentales de derecho internacional;  
Tortura;  
Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
esterilización forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable;  
Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en 
motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de 
género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos 
como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con 
cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de 
la competencia de la Corte;  
Desaparición forzada de personas;  
El crimen de apartheid;  
Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente 
grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la 
salud mental o física.  
A los efectos del párrafo 1:  
a)Por "ataque contra una población civil" se entenderá una línea de conducta 
que implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 
contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de 
una organización de cometer esos actos o para promover esa política;  
b) El "exterminio" comprenderá la imposición intencional de condiciones de 
vida, la privación del acceso a alimentos o medicinas entre otras, 
encaminadas a causar la destrucción de parte de una población;  
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c) Por "esclavitud" se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de 
propiedad sobre una persona, o de algunos de ellos, incluido el ejercicio de 
esos atributos en el tráfico de personas, en particular mujeres y niños;  
d) Por "deportación o traslado forzoso de población" se entenderá el 
desplazamiento de las personas afectadas, por expulsión u otros actos 
coactivos, de la zona en que estén legítimamente presentes, sin motivos 
autorizados por el derecho internacional;  
e) Por "tortura" se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos 
graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo 
su custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los 
sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean 
consecuencia normal o fortuita de ellas;  
f) Por "embarazo forzado" se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer 
a la que se ha dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar 
la composición étnica de una población o de cometer otras violaciones graves 
del derecho internacional. En modo alguno se entenderá que esta definición 
afecta a las normas de derecho interno relativas al embarazo;  
g) Por "persecución" se entenderá la privación intencional y grave de 
derechos fundamentales en contravención del derecho internacional en razón 
de la identidad del grupo o de la colectividad;  
h) Por "el crimen de apartheid" se entenderán los actos inhumanos de 
carácter similar a los mencionados en el párrafo 1 cometidos en el contexto 
de un régimen institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un 
grupo racial sobre uno o más grupos raciales y con la intención de mantener 
ese régimen;  
i) Por "desaparición forzada de personas" se entenderá la aprehensión, la 
detención o el secuestro de personas por un Estado o una organización 
política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa 
a informar sobre la privación de libertad o dar información sobre la suerte o 
el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo 
de la ley por un período prolongado.  
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j) A los efectos del presente Estatuto se entenderá que el término "género" se 
refiere a los dos sexos, masculino y femenino, en el contexto de la sociedad. 
El término "género" no tendrá más acepción que la que antecede.  
 
 
Así las cosas es necesario que delitos contenidos en el Estatuto de Roma se 
introduzcan en nuestro ordenamiento jurídico penal para que los operadores 
al momento de aplicar la ley no tengan que acudir al bloque de 
constitucionalidad para juzgar un caso en concreto y no se genere 
discrepancias entre jueces o malos entendidos procesales que tenga que 
aclarar las altas cortes. 
 
Con la introducción del Título II Delitos Contra Personas y Bienes Protegidos 
por el Derecho Internacional Humanitario haciendo uso de las fuentes 
internacionales como los cuatro convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo 
adicional II de 1977 nuestro ordenamiento jurídico penal se acercó a la 
penalización de ciertos tipos de conductas punibles que atentaban contra el 
Derecho Internacional Humanitario (DIH), lamentablemente como ya se ha 
mencionado anteriormente, nuestra norma se quedó corta al momento de 
tipificar delitos graves considerados como de lesa humanidad, lo que hace 
muy difícil enmarcar ciertas conductas punibles y reprochables como tipo del 
delito violatorio al DIH. 
 
El código penal colombiano en el título II, a partir del artículo 135 y hasta el 
artículo 164 tipifica los delitos contra el DIH utilizando como fuente 
internacional los cuatro convenios de Ginebra y el Protocolo Adicional II, pero 
como ya se mencionó se queda corto en muchos delitos que deberían estar 
regulados internamente. 
 
El artículo 135 del código penal hace la distinción del homicidio común 
tipificado en el artículo 103 del homicidio en persona protegida, pues lo 
enmarca con ocasión y en desarrollo de conflicto armado y aumenta su pena 
a cuarenta (40) años como máximo y suscribe el delito a integrantes de la 
población civil, a las personas que no participen en hostilidades y los civiles 
en poder de la parte adversa, y los heridos, enfermos o náufragos puestos 
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fuera de combate, el personal sanitario o religioso, los periodistas en misión 
o corresponsales de guerra acreditados, los combatientes que hayan 
depuesto las armas por captura, rendición u otra causa análoga, quienes 
antes del comienzo de las hostilidades fueren consideradas como apátridas 
refugiados y cualquier otra persona que tenga aquella condición en virtud de 
los convenios I, II, III, IV de ginebra de 1949 y los Protocolos I y II de 1977, 
pero siempre y cuando se encuentre en medio de conflicto no internacional. 
 
Según éste artículo y subsiguientes para que los delitos allí tipificados tengan 
el mismo valor normativo se debe estar llevando a cabo en Colombia un 
conflicto interno o conflicto no internacional como lo define la Cruz Roja 
Internacional (CICR), situación esta que ha sido ampliamente discutida en 
Colombia. 
 
La omisión del Estado al cumplimiento de su deber de adecuar la legislación 
penal interna conforme a lo establecido en el Tratado de Roma, deja abierta 
la posibilidad para que en virtud del principio de complementariedad, la Corte 
Penal Internacional pueda ejercer su competencia para investigar y juzgar a 
un autor de un crimen de lesa humanidad.6 
 
“Una amnistía puede cubrir solamente los delitos políticos y los crímenes 
conexos al delito político, pero nunca los crímenes de guerra y los de lesa 
humanidad”. Justicia transicional y los diálogos de paz en Colombia Informe 
sobre América Latina N°49 | 29 de agosto de 2013 
 
El código penal colombiano como ya lo hemos visto, carece de tipos penales 
que si podemos encontrar en los tratados internacionales ratificados por 
Colombia, sin embargo también se debe mencionar que el código penal no 
es la herramienta adecuada para ser utilizado en un proceso de paz, pues 
las únicas rebajas a las que el imputado tiene derechos son las ya 
conceptuadas anteriormente, como lo son las rebajas otorgadas por la 
confesión, la delación y los principios de oportunidad. No obstante lo 
anteriormente mencionado, podemos decir que el código penal se debe 
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utilizar para fijar los delitos por los cuales se va a juzgar, amnistiar o indultar 
a la contra parte y no para fijar las penas. Sin embargo se debe tener 
cuidado con la justicia transicional pues se podría llegar a caminar por los 
valles de la impunidad, lo cual sería desastroso para el Estado Colombiano, 
para las víctimas y se enviaría un mensaje errado a las generaciones futuras, 
que viendo las garantías y privilegios obtenidos por los insurgentes o 
terroristas perderían el temor por la pena. 
 
Es necesario pues que se haga una profunda revisión al código penal 
colombiano con el fin de que éste contenga los delitos de lesa humanidad, 
que se tipifique, se investigue, se juzgue y se condene a los actores que 
lesionaron el bien jurídico tutelado de las víctimas y de sus familiares. Esta 
revisión deberá no sólo obedecer a la coyuntura del momento, sino que debe 
obedecer a una política criminal clara, jurídica y constitucional. Abordar los 
tipos punibles por la coyuntura social o por la demanda de penalizar una 
conducta que soslaya las ya tipificadas o por el clamor del colectivo social sin 
contar con una política criminal conduciría al Estado por los caminos de la 
improvisación o del reaccionar tardíamente a una conducta delictiva. 
 
Colombia se encuentra en un momento histórico en materia de seguridad y 
paz, y debe tener a la mano todas las herramientas jurídicas posibles para 
llegar al feliz término que el gobierno de turno se ha propuesto, 
esperanzados en que ambas partes sentadas en la mesa de negociación 
están jugando abiertamente o si tienen cartas marcadas, si están jugando 
con cartas debajo de la mesa o si sólo están fortaleciendo su accionar 
delictivo en las montañas de esta nación. 
 
El legislador por lo tanto expeditamente deberá expedir los decretos o leyes 
que estime convenientes para abrir paso a un acuerdo de paz que ponga fin 
a los más de cincuenta (50) años de conflicto interno o conflicto no 
internacional, acuerdo que defienda los derechos de las víctimas y su  
familiares (Verdad, Justicia, Reparación y las Garantías de no Repetición) y 
sobre todo que no permita la impunidad de los victimarios, lo que pondría a 
Colombia en el objetivo de la Corte Penal Internacional. 
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5.2 Penas Alternativas 
 
Ley 975 de 2005, ARTÍCULO 3o. ALTERNATIVIDAD.  
“Alternatividad es un beneficio consistente en suspender la ejecución de la 
pena determinada en la respectiva sentencia, reemplazándola por una pena 
alternativa que se concede por la contribución del beneficiario a la 
consecución de la paz nacional, la colaboración con la justicia, la reparación 
a las víctimas y su adecuada resocialización. La concesión del beneficio se 
otorga según las condiciones establecidas en la presente ley”. 
 
El artículo 11 de la ley 733 de 2002 reza lo siguiente: 
 
“Cuando se trate de delitos de terrorismo, secuestro, secuestro extorsivo, 
extorsión, y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada 
y confesión; ni se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos 
de la pena privativa de la libertad (Negrilla y Cursiva fuera del texto original) de 
condena de ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución de la 
pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva 
de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o 
administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código 
de Procedimiento Penal, siempre que ésta sea efectiva.”  
 
Durante el Conversatorio sobre penas alternativas y sanciones 
extrajudiciales en Colombia: Más allá de la Cárcel llevado a cabo el 13 de 
mayo de 2014 en la Pontifica Universidad Javeriana de Bogotá los panelistas 
reconocieron tres características del concepto de pena alternativa a saber: 
“El primer lugar, que no debe significar ausencia de sanción; en segundo 
lugar, que no existe un derecho de las víctimas para imponer el castigo a los 
victimarios; y en tercer lugar, que las penas reparadoras pueden ser una 
posibilidad de sanción alternativa a la cárcel. 
Carlos Guillermo Castro, magistrado auxiliar de la Corte Constitucional, 
respecto a las penas considera: 
"La pena, sea o no alternativa, debe seguir siendo un castigo, una sanción, y por 
tanto una privación de derecho” 
Como bien lo expresaron los panelistas la pena alternativa no debe por 
ningún motivo significar la ausencia de sanción, pues violentaría de manera 
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directa el derecho que tienen las victimas a ser reparadas integralmente, en 
el entendido que la sanción hace parte del derecho de reparación, violentaría 
la ausencia de sanción el derecho que tiene el Estado de imponer una pena 
y una sanción como respuesta de este al victimario. La pena alternativa debe 
seguir siendo un castigo con todas las derivaciones que este conlleva como 
la pérdida de derechos civiles. 
Las penas y sanciones obedecen a una política criminal, no existente en 
nuestra nación y al reclamo de la sociedad civil para que se juzgue y se 
castigue al victimario, así las cosas en las penas alternativas este derecho de 
la sociedad desaparece; derechos que se ven manifestados a través del 
código penal, y desaparecen porque ya no es la sociedad que establece las 
penas a través del legislador sino que se aboca sólo a las sanciones 
implementadas para la justicia transicional. El temor es pues que las penas 
alternativas den vía a la impunidad de delitos contra el DIH, delitos de lesa 
humanidad y crímenes de guerra. En este sentido habría que entrar a hacer 
un profundo análisis respecto a que tipos de delitos permitirían penas 
alternativas dentro de un proceso de paz y cuales definitivamente no. Este 
obstáculo jurídico es uno de los tantos que se tendrán que sortear para llegar 
a la tan anhelada paz, pero no por llegar a este fin último de los procesos de 
negociación con grupos armados ilegales se deba soslayar las penas con 
estándares internacionales. Por último se debe hacer un estudio 
pormenorizado de las posibles penas reparadoras, no sólo a la víctima como 
directamente afectado, sino a la sociedad misma, que, no debe permitir que 
el afán por llegar a un acuerdo de paz duradero se premie al victimario con 
penas alternativas insuficientes y que no propenda por ser reparadoras. 
La pena reparadora pues debe ser entendida como aquella que de una 
manera u otra de paso al perdón del victimario, sin que ello conlleve una 
parálisis en el proceso debido al no perdón y olvido de la parte victimizada.  
Es así como la pena reparadora busque subsanar los daños cometidos a la 
víctima, a sus familiares y a la sociedad misma.  
Al respecto Juan Carlos Houghton, sostiene que:  
"Es necesario que el castigo se entienda como una condena seria por infringir 
los valores fundamentales de la sociedad" 
7
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La pena alternativa debe ser entendida pues no como un premio para el 
victimario, sino como una sanción distinta a la establecida en el código penal 
y en el código penitenciario y carcelario existente en nuestra nación. Esta 
debe ser entendida como una condena seria por infringir la conducta moral 
de la sociedad vista reprochablemente. Por otro lado la pena alternativa no 
debe ser como ya se ha mencionado en otros apartes para aquellos 
victimarios que han cometido delitos de lesa humanidad, los cuales deberán 
si, pasar por una justicia transicional, por el carácter de la misma, pero debe 
conllevar a penas privativas de la libertad y a la pérdida de derechos políticos 
indefinidamente. La Alternatividad y la transicionalidad no deben conducir a 
la impunidad y a violentar los estándares internacionales contenidos en el 
bloque de constitucionalidad ratificados por Colombia.  
 
5.3 Delitos Políticos y Crímenes Conexos 
 
En su acepción gramatical, la palabra conexión significa enlace, atadura, 
trabazón, concatenación de una cosa con otra. Como dice muy 
acertadamente el profesor Del Rosal, el concurso de delitos se produce 
dentro de estas dos grandes formulaciones: 
 
1. Cuando un solo hecho penal da lugar a diversas infracciones jurídicas 
penales. 
2. Cuando una pluralidad de infracciones penales puede estimarse 
unitariamente desde el plano penal. Partiendo del anterior principio general 
y del estudio de la acción penal natural y de la acción jurídico-penal de la 
teoría de Mezger, podemos definir en abstracto el concurso de delitos como 
la concurrencia de diversas infracciones típicas en una unidad natural de 
acción dolosa, que deben enjuiciarse en un solo proceso y terminar en una 
sola sentencia 8 
 
Código de Procedimiento Penal. Artículo 51. Conexidad. Al formular la 
acusación el fiscal podrá solicitar al juez de conocimiento que se decrete la 
conexidad cuando: 
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 Francisco Galiana Uriarte, Presidente de la Sección Segunda de la Audiencia de Alicante Pág. 6 
De la problemática sobre acumulación de condenas y de los delitos conexos por analogía o relación  
entre sí.   
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1. El delito haya sido cometido en coparticipación criminal. 
2. Se impute a una persona la comisión de más de un delito con una acción u 
omisión o varias acciones u omisiones, realizadas con unidad de tiempo y 
lugar. 
3. Se impute a una persona la comisión de varios delitos, cuando unos se han 
realizado con el fin de facilitar la ejecución o procurar la impunidad de 
otros; o con ocasión o como consecuencia de otro. 
4. Se impute a una o más personas la comisión de uno o varios delitos en las 
que exista homogeneidad en el modo de actuar de los autores o partícipes, 
relación razonable de lugar y tiempo, y, la evidencia aportada a una de las 
investigaciones pueda influir en la otra. 
Parágrafo. La defensa en la audiencia preparatoria podrá solicitar se decrete 
la conexidad invocando alguna de las causales anteriores 
 
Las hostilidades reiteradas y organizadas por parte de grupos armados al 
margen de la ley en contra del Estado Colombiano, entiéndase éste último  
como todo el conglomerado social, y siguiendo los parámetros de la CICR 
para calificar y darle el valor  de  conflicto armado interno o no internacional, 
nace también una normatividad especial y específica para tratar las 
violaciones al orden público y los demás bienes jurídicamente tutelados que 
se vean agraviados en el medio del conflicto. Estas normas están 
enmarcadas en lo que se conoce como delitos políticos.  
 
 
Por otra parte, la Corte Suprema de Justicia en concepto de 26 de mayo de 
1982 (magistrado ponente Dr. Fabio Calderón Botero) lo definió en los 
siguientes términos: 
 
El delito político tiene como objeto final invariable que les es consustancial, 
se prospecta buscando una repercusión efectiva y se realiza con supuesta 
justificación social y política. 
 
Si tales son las notas características de este tipo de delito, cabe precisar: 
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1. Que envuelve siempre un ataque a la organización política e institucional 
del Estado; 
2. Que se ejecuta buscando el máximo de trascendencia social y de impacto 
político; 
3. Que se efectúa en nombre y representación real o aparente de un grupo 
social o político; 
4. Que se inspira en principios filosóficos, políticos y sociales determinables; 
y 
5. Que se comete con fines reales o presuntos de reivindicación sociopolítica. 
El Comité Interamericano definió el 4 de noviembre de 1959 el delito 
político de la siguiente manera: 
Primero: Son delitos políticos las infracciones contra la organización y 
funcionamiento del Estado. 
 
Segundo: Son delitos políticos las infracciones conexas con los mismos. 
Existe conexidad cuando la infracción se realiza a) para ejecutar o favorecer 
el atentado configurado en el numeral primero b) para procurar la impunidad 
por delitos políticos. 
Tercero: No son delitos políticos los crímenes de barbarie y vandalismo, y, en 
general, todas las infracciones que exceden esos límites lícitos del ataque y la 
defensa. 
Cuarto: No es delito político el genocidio, de acuerdo con la Convención de 
las Naciones Unidas. 
9
 
Los delitos políticos se diferencian del delito común en el fin, objeto y visión 
de cada uno. Mientras en el primero se busca generar un cambio progresista 
de interés general, noble y altruista basado en ideologías del bien común  
que persigue un cambio en el sistema de gobierno, en sus políticas públicas, 
en aras de conseguir bienestar y progreso social.  En el segundo prima el 
interés particular, individual y egoísta de quien o quienes cometen esos actos 
                                                          
9
 FERNÁNDEZ CARRASQUILLA, op. cit., p. 145 Tratado de derecho penal, t.I, 1967, p. 409, citado por 
por. Citado por Jorge Abello Gual EL DELITO POLÍTICO Y LA CORTE PENAL INTERNACIONAL pág 203 - 
revista de derecho, universidad del norte, 21: 200-233, 2004. 
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que van en detrimento de la sociedad ya que menoscaban su honra, moral y 
tranquilidad de cada uno de los asociados.  
Estas diferencias, son las que motivan que dichos delitos políticos sean 
manejados con parámetros normativos especiales, ya que al final del 
conflicto la parte vencedora será la que esté representando la voluntad del 
constituyente primario. 
«Ante todo, la doctrina liberal exige para el delincuente político el tratamiento más 
benigno, en consideración al altruismo de sus fines y la nobleza de sus móviles, que 
tienden siempre al mejoramiento sociopolítico de la comunidad, o de los estratos 
sociales menos favorecidos. El derecho internacional les depara asimismo un trato 
privilegiado en materia de extradición y asilo, excluyéndolos de la primera y 
otorgando el segundo solamente a ellos. Las legislaciones no siempre respetan estos 
principios y los regímenes menos democráticos desatan contra los adversarios, no 
siempre delincuentes, las peores persecuciones. A veces, como en Colombia, el 
enfoque institucional del delincuente político no flaquea en la legislación común, 
sino en la crónica recurrencia al estado de sitio (legalidad marcial o dictadura 
constitucional)...» 10  
Los delitos Políticos están consagrados como: “Delitos contra el régimen 
constitucional y legal”;  en el Código Penal, Titulo XVIII Capítulo Único, 
desde el  artículo  467  al 473. Y son; 
La rebelión: Delito que consiste en que un grupo de personas « se 
alzan en armas contra un régimen legítimo (o de hecho), con la 
finalidad de deponerlo, de derrocarlo, de suprimir o modificar el 
régimen constitucional o legal vigente. En otras palabras, la rebelión 
busca sustituir un régimen establecido (de hecho o de derecho) por el 
sistema o régimen surgido de la rebelión»
11
.  
Este delito requiere necesariamente un alzamiento en armas, por 




                                                          
10
 FERNÁNDEZ CARRASQUILLA, op. cit., p. 144. 
11
 ARBOLEDA VALLEJO, Mario; RUIZ SALAZAR, José Manuel, Manual de derecho penal, 4ª ed. Bogotá, 
Leyer, 2002, p. 1128.  
12
 Ibíd., p. 1130. 
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La sedición: « mediante la sedición ya no se persigue derrocar al 
gobierno nacional, ni suprimir el régimen constitucional o legal 
vigente, sino perturbar la operatividad jurídica; desde luego, esta 
conducta tiene que ser tipificada, por cuanto en un Estado de Derecho 
es incompatible la coexistencia de dos fuerzas armadas antagónicas, y 




 Asonada: « la asonada no es violencia armada, es más que todo 
desorden, griterío, vociferación, tumulto, dice la Academia, es motín, 
confusión, [...] Se protesta y hace frente a las decisiones de la 
autoridad pública, bien para exigir la aparición de un acto funcional, 
contrariando su libertad de producirlo, o para modificar o suprimir 




 Conspiración: «Lo que se sanciona, pues, es el concierto o acuerdo 
de voluntades dirigido al fin indicado, lo cual supone necesariamente 
la existencia de más de un delincuente. En consecuencia, la simple 
proposición no aceptada por nadie para incurrir en rebelión o 
sedición no constituye delito».
15
   Es decir que se sancionan los 
actos meramente preparatorios. 
Seducción, usurpación y retención ilegal de mando: se busca seducir 
tropas o elementos de las fuerzas armadas, es engañar a sus 





El conflicto armado que se desarrolla en nuestro país, respecto a los grupos 
que buscan ser beligerantes y a la norma jurídica que debe aplicárseles para 
sancionar sus delitos, se encuentra inmerso en una laguna profunda de 
incertidumbre, debido al triste y amargo impacto social, económico, político y 
cultural que han dejado los enfrentamientos continuos entre estas fuerzas 
                                                          
13
 Ibíd., p. 1131.  
14
  Ibíd., p. 1132. 
15
 Ibíd., p. 1134.  
16
 Ibíd., p. 1135. 
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ilegales y las del Estado, que permite afirmar que sus objetivos distan de ser 
altruistas o inspirados en ideales de justicia  para ser implacablemente fines 
terroristas; y esto se afirma desde el punto factico, real, y tangible de la 
actualidad del País, caracterizada por hechos de terrorismo como la voladura 
de torres de electricidad y de oleoductos; actos que buscan sembrar miedo y 
zozobra como los campos minados, o las bombas en sus diferentes 
modalidades que  hace ser a estos miembros de las guerrillas unos expertos, 
y así, son innumerables las razones por las cuales si alguna vez, hubo un fin 
noble ahora ya se ha permeado, por delitos tan comunes, como el 
narcotráfico, lesiones personales, el hurto, secuestro, extorsión, homicidio en 
personas protegidas, entre otros. 
Ahora bien los delitos conexos son aquellos delitos comunes acabados de 
mencionar que sirven como medio para llevar a cabo un delito político,  
y en Colombia no están consagrados los delitos conexos, el congreso 
tendrá a su cargo por medio de una ley estatutaria legislar sobre la 
materia, así lo demanda la Honorable Corte Constitucional, teniendo 
en cuenta que no serán estimados conexos los delitos cuya 
connotación corresponda a crímenes de lesa humanidad y genocidio, 
estos considerados autónomos, y en consecuencia no podrán 
participar en política ni ser elegidos quienes hayan sido condenados 
por estos delitos. 
 Acto Legislativo No 1 del 31 de Julio de 2012 "por medio del 
cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional en el 
marco del artículo 22 de la constitución política y se dictan otras 
disposiciones  
"ARTÍCULO 3o. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio 
que será el 67, así: Artículo Transitorio 67. Una ley estatutaria regulará 
cuáles serán los delitos considerados conexos al delito político para efectos 
de la posibilidad de participar en política. No podrán ser considerados 
conexos al delito político los delitos que adquieran la connotación de 
crímenes de lesa humanidad y genocidio cometidos de manera sistemática, y 
en consecuencia no podrán participar en política ni ser elegidos quienes 




Así las cosas, se entiende que no existe un marco jurídico idóneo que 
garantice, verdad, justicia, reparación y la garantía de no repetición. Ya que 
se está planeando legislar a la marcha de unos acuerdos sin un sustento 
legal que cumpla con los pilares en que se fundamenta la justicia 
transicional, que como se ha planteado anteriormente es el eufemismo de la 
impunidad si no se conserva como mínimo los estándares internacionales.   
Por más que se esté buscando llegar a unos acuerdos entre el Estado 
Colombiano y los grupos guerrilleros que ponga fin a más de cincuenta años 
de terror, esto no da paso a que delitos considerados autónomos y por fuera 
del marco de lo político sean amnistiados o indultados. No sólo lo prohíbe el 
reciente marco jurídico para la paz, por lo menos en su parte sustancial y 
motivacional, sino leyes anteriores, como lo es el caso de la ley 733 de 2002, 
“Por medio de la cual se dictan medidas tendientes a erradicar los delitos de 
secuestro, terrorismo y extorsión, y se expiden otras disposiciones”; yacen 
pues aquí delitos alejados de los delitos políticos que ya han sido 
fuertemente censurados por el colectivo social y por el órgano legislativo del 
país.  
 
Como podemos leer en el artículo 11 de la 733 de 2002 “Cuando se trate 
de delitos de terrorismo, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, y 
conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y 
confesión; ni se concederán los subrogados penales o mecanismos 
sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución 
condicional o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad 
condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, 
ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o 
administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el 
Código de Procedimiento Penal, siempre que ésta sea efectiva.”, no 
procederá ningún beneficio procesal adicional a los consagrados 
taxativamente por colaboración siempre y cuando dicha colaboración sea 
efectiva, así mismo adiciona todos aquellos delitos considerados conexos a 
los principales y sobre los cuales se fundamenta la acción penal. 
 
Entiendo pues que los delitos políticos persiguen fines altruistas y que la 
conexidad entre estos y todos los que se cometieren para alcanzar el primer 
fin, no podríamos hablar de conexidad entre el terrorismo y los a los que 
hubiera lugar para llegar a mencionado fin, pues los actos de terrorismo van 
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en contra de la población civil protegida en acuerdos internacionales 
ratificados por Colombia.  
 
En conclusión se debe separar claramente los delitos políticos de aquellos 
que han sido declarados crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, 
buscar la manera legal que las penas a imponer cumplan los mínimos 
internacionales y que sea por aquellos delitos que no son políticos, dejar en 
claro que la conexidad en delitos como el terrorismo, las masacres 
selectivas, el secuestro entre otros y sus conexos como delitos autónomos 
no está soportada legalmente en nuestro ordenamiento jurídico y que por 
ende el código penal colombiano no es el medio eficaz para imponer las 
penas que ella está contenida en medio de un proceso de paz y mucho 
menos en el posconflicto. Hablar de penas alternativas para algunos delitos 
al igual nuestro ordenamiento lo prohíbe para unos delitos, estos ya 
mencionados anteriormente y que por ende la figura de la Pena Alternativa 
tampoco es la herramienta a utilizar sin ir en contra de la normatividad 
vigente. Violentar por lo tanto estas normas para llegar a un acuerdo de paz 
que ponga fin al conflicto en Colombia, es tarea aún muy difícil, llena de 
espinos, de trabas jurídicas que el Estado Colombiano encabeza de la 
Fiscalía General de la Nación y con vigilancia de la Procuraduría General de 
la Nación, deberá sortear y solucionar para que si bien las víctimas sean 
reparadas, también los victimarios vean los acuerdos tentativos para entregar 

















6. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Conclusiones 
Colombia ha vivido más de cincuenta años en un conflicto armado que ha 
dejado miles de muertos, miles de desaparecido y miles de familias 
afectadas en situación de desplazamiento, situación está que agrava el diario 
vivir de una nación emergente en medio de un continente cada vez más 
polarizado entre derecha e izquierda. 
Las víctimas son cada vez mayores, victimas calladas que piden a ruegos ser 
oídas y ser reparadas integralmente, estas víctimas merecedoras de la 
verdad, de la justicia y la reparación han acudido a todas las instancias 
nacionales e internacionales para que su voz sea oída y se les pueda 
conceder sus peticiones o que se les entregue a sus seres queridos 
desaparecidos en el fragor del conflicto. 
El indulto y la amnistía son figuras jurídicas aplicables en cualquier proceso 
de paz, y aún, a un ciudadano merecedor de tan alto perdón, sin embargo 
ambas figuras presentan un alto grado de impunidad, lo que va en contra del 
derecho de las víctimas, pues en el primer de los casos aunque condena al 
imputado lo libra de la sanción penal, por lo menos en cuanto a la privación 
de la libertad se refiere y en el segundo de los casos le hace prácticamente 
un borrón y cuenta nueva, pues esta figura de la amnistía le otorga el perdón 
completo. 
El derecho de las víctimas a obtener justicia, verdad y reparación son 
derechos protegidos internacionalmente que no deben ser vulnerados aún si 
lo que se quiere lograr es el galardón de la paz en una país como el de 
Colombia que está en medio de un proceso de dialogo con el grupo terrorista 
de las FARC. 
 Permitir que los victimarios en un eventual proceso de paz se ufanen de los 
crímenes cometidos durante el conflicto armado y que estos se les otorguen 
perdones desmedidos es un mal mensaje para las generaciones futuras que 
podrían ver que el crimen paga. 
Los organismos internacionales deben establecer veedurías amplias que no 
sólo observen desde la lejanía, sino que les permita estar en medio de las 
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negociaciones en pro de la protección del Estado Social de Derecho, de las 
víctimas y de las generaciones venideras. 
La justicia transicional es un mecanismo jurídicamente viable en medio de un 
proceso de paz, junto con las medidas o penas alternativas para aquellos 
crímenes que no son considerados de lesa humanidad, crímenes que si bien 
pueden hacer parte de la misma transicionalidad, deben tener mínimos 
punitivos de acuerdo a los estándares internacionales.   
Colombia no se encuentra preparada para alcanzar el pos conflicto o no por 
lo menos con las reglas de juego impuestas por el grupo terrorista de las 
Farc que pretende salir ileso e impune después de cincuenta años de 
conflicto armado interno en la actual mesa de negociación. 
Es tiempo de hacer la paz en Colombia, pero una paz sin impunidad que 




La más importante recomendación es garantizar los derechos de las víctimas 
a conocer la verdad, a tener justicia y a ser reparados integralmente, de lo 
contrario se estaría frente a un coctel de impunidad que al paso del tiempo 
generaría más violencia en Colombia. “Aquel que no conoce la historia, está 
condenado a repetirla” Napoleón Bonaparte 
La Justicia transicional y alternativa debe tener como referente dogmático al 
código penal colombiano y a los estándares internacionales para poder 
aplicar la pena y la sanción respectiva enmarcada en la misma 
transicionalidad. 
Se debe implementar una Comisión de la Verdad (Las Comisiones de la 
Verdad no tienen poderes judiciales. No son tribunales ni organismos 
judiciales. Pueden publicar los nombres de los responsables de violaciones 
de derechos humanos, pero no les pueden procesar, juzgar ni sancionar) la 
cual dé a conocer la historia y los pormenores del conflicto armado en 
Colombia, referente a tomas guerrilleras, masacres, secuestros 
desapariciones forzadas entre otros delitos con el fin de que las víctimas se 
les garanticen sus derechos. Verdad, Justicia y Reparación. 
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Al interior del Centro de Memoria Histórica creado por el Decreto No. 4803 de 
2011 se deberá implementar la comisión que recepcione, recupere, 
conserve, compile y analice todo el material documental, testimonios orales y 
por cualquier otro medio, relativo a las violaciones ocurridas con ocasión del 
conflicto armado interno colombiano cometidas por las Guerrillas (FARC, 
ELN, EPL entre otras), a través de la realización de las investigaciones, 
actividades museísticas, pedagógicas y otras relacionadas que contribuyan a 
establecer y esclarecer las causas de tales fenómenos, conocer la verdad y 
contribuir a evitar en el futuro la repetición de los hechos. 
No se debe amnistiar a los victimarios en un proceso de paz pues este 
mecanismo genera impunidad, viola el derecho de las víctimas a la 
reparación integral y extingue la responsabilidad penal reviviendo los 
derechos políticos a los ilegales alzados en armas. 
Se debe llegar a tal punto en el proceso de paz que tanto victimarios paguen 
sus penas así sea con penas propias de la justicia transicional o aún con 
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